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Informe del Justicia de Aragón so-
bre la aplicación de las penas alter-
nativas a la prisión en la Comuni-
dad Autónoma de Aragón.
PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGON

La Mesa de las Cortes de Aragón, en sesión celebrada el
día 2 de julio de 1997, ha conocido el Informe presentado por
el Justicia de Aragón sobre la aplicación de las penas alterna-
tivas a la prisión en la Comunidad Autónoma de Aragón.

De conformidad con lo establecido en el artículo 9 del
Reglamento de organización y funcionamiento del Justicia de
Aragón, ha ordenado su publicación en el Boletín Oficial de
las Cortes de Aragón.

Zaragoza, 2 de julio de 1997.

El Presidente de las Cortes
EMILIO EIROA GARCIA
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1. INTRODUCCION

En su día se recibió en esta Institución escrito del Grupo
Parlamentario de Izquierda Unida en las Cortes de Aragón, por
el que se solicitaba la elaboración de un informe en relación
con la adopción de las medidas que faciliten el cumplimiento
de la Ley Orgánica General Penitenciaria en Aragón y en con-
creto, las propuestas alternativas al internamiento de la pobla-
ción reclusa en establecimientos penitenciarios, medidas tales
como la creación de unidades extrapenitenciarias dependientes
de núcleos urbanos, el tratamiento de presos drogodependien-
tes en centros especializados, el tratamiento en centros psi-
quiátricos para exentos de responsabilidad por alteración psí-
quica, la excarcelación de presos con enfermedades infecto-
contagiosas y su tratamiento en la red general sanitaria, el
cumplimento de penas de arresto de fin de semana en centros
de inserción social, la búsqueda de recursos en medio social
para grupos específicos (mujeres, menores), etc. 

En la Comparecencia del Justicia de Aragón ante el Pleno
de las Cortes de Aragón, el pasado día 25 de abril de 1997,
para dar cuenta de los Informes Anuales elaborados por la Ins-
titución, correspondientes a los años 1995 y 1996, se solicitó
por parte del Portavoz del Grupo Mixto (Chunta Aragonesis-
ta), la elaboración de un informe sobre la política resocializa-
dora que propugna la Ley Orgánica General Penitenciaria.

Tras la admisión a trámite de la queja, y con el fin de pro-
ceder a la realización del informe, se solicitó información al
Excmo. Sr. Consejero de Presidencia y Relaciones Institucio-
nales de la Diputación General de Aragón, a los Directores de
los Centros Penitenciarios de Zaragoza, Huesca, Teruel y Da-
roca, y al Director del Hospital Psiquiátrico «Nuestra Señora
del Pilar» de Zaragoza.

Junto a la información recibida, se realizaron por Asesores
de esta Institución diversas visitas a Entidades colaboradoras
de la Administración Penitenciaria, en concreto, al Centro Te-
rapéutico «El Frago» y al Centro de Acogida «Las Casitas»,
con el objeto de recabar datos más concretos en relación a las
medidas alternativas a la prisión. 

El estudio de la legislación aplicable al tema que nos ocu-
pa, especialmente del Código Penal, la Ley Orgánica General
Penitenciaria y el Reglamento Penitenciario, junto a una breve
visión de nuestro más cercano Derecho comparado, han sido
los trabajos complementarios para la realización de este infor-
me, sus conclusiones y resoluciones.

El Justicia de Aragón tiene como misión la protección y
defensa de los derechos y libertades individuales y colectivos de
los aragoneses, y entre ellos se encuentran también los presos y
penados, ciudadanos que gozan de los derechos fundamentales
establecidos constitucionalmente, a excepción de los que se
vean expresamente limitados por el contenido del fallo conde-
natorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria (artículo 25
de la Constitución). Por ello, el Justiciazgo no puede permane-
cer ajeno a un tema tan esencial como es la protección de los de-
rechos de la población reclusa, máxime con la tradición históri-
ca establecida en el Derecho de Manifestación ejercido por los
antiguos Justicias Mayores de Aragón, en un ámbito en el que
se denuncian vulneraciones de los derechos constitucionales y
del propio ordenamiento penitenciario que contempla, como
más tarde se verá, múltiples alternativas a las penas privativas de
libertad.

La Comunidad Autónoma de Aragón, incluso tras la entra-
da en vigor del nuevo Estatuto de Autonomía aprobado por la
Ley 5/1996, de 30 de diciembre, a diferencia de otras Comuni-

dades Autónomas, carece de competencias en materia peniten-
ciaria. No obstante, el presente informe se encuentra dirigido
hacia aquellas Instituciones de la Comunidad Autónoma que,
en el ejercicio de sus propias competencias, pueden servir de
cauce de colaboración con la Administración Estatal Peniten-
ciaria, para conseguir la aplicación de las medidas legalmente
previstas como alternativas a las penas privativas de libertad.

En este estudio ha sido incluido el Expediente número DI-
249/1997-3 de esta Institución, iniciado por queja promovida
por la Sociedad Aragonesa de Psiquiatría en la que se pone de
manifiesto la necesidad de promover la creación de un centro
cerrado para enfermos mentales que pueda cubrir las necesida-
des básicas de estos enfermos con reiteración de trastornos de
conducta y sometidos a procedimientos judiciales; necesidad
planteada de forma reiterada y unánime por los Servicios de
Psiquiatría de los distintos Hospitales de la Comunidad Autó-
noma de Aragón, Unidades de Salud Mental, Ministerio Fiscal
y Juzgado Decano de Zaragoza; expediente que se incorpora a
este informe dado que en el mismo se aborda la situación de los
internos psiquiátricos sometidos a procedimientos judiciales. 

2. MARCO LEGAL

El estudio del marco legal español regulador de las penas
alternativas o sustitutivas de las de privación de libertad en esta-
blecimiento penitenciario, se enmarca en dos momentos: el de
aplicación del Derecho Penal, como aquel momento en que se
establece la pena a cumplir, sea o no de cumplimiento en esta-
blecimiento penitenciario y el de cumplimiento de la pena don-
de el Derecho Penitenciario fijará los criterios efectivos para la
ejecución material de la pena privativa de libertad, así como los
beneficios aplicables individualizadamente a cada recluso.

Tres son las normas existentes en el ordenamiento jurídico
español en las que se establecen penas alternativas o sustituti-
vas a las de privación de libertad: el Código Penal, la Ley Or-
gánica General Penitenciaria y el Reglamento Penitenciario.

2.1. CÓDIGO PENAL

2.1.1. El sistema de penas en el nuevo Código Penal

La modificación del sistema de penas es una de las aporta-
ciones fundamentales que ofrece el nuevo Código Penal, apro-
bado por Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre. Según la
Exposición de Motivos, se propone una reforma total del actual
sistema de penas, de modo que permita alcanzar, en lo posible,
los objetivos de resocialización que la Constitución le asigna.

El sistema que se propone simplifica, de una parte, la regu-
lación de las penas privativas de libertad, ampliando, a la vez,
las posibilidades de sustituirlas por otras que afecten a bienes
jurídicos menos básicos, y, de otra, introduce cambios en las
penas pecuniarias, adoptando el sistema de días-multa y añade
los trabajos en beneficio de la comunidad. Junto a las penas, se
incorporan en el nuevo Código Penal las denominadas medidas
de seguridad, siguiendo la línea de la mayoría de los Códigos
europeos. 

Como novedades más importantes destacan la supresión de
las penas de prisión inferiores a seis meses, la reducción del
tiempo máximo de la pena de prisión, la previsión del arresto
de fin de semana como pena privativa de libertad, y el aumen-
to de las alternativas a las penas cortas de privación de libertad.

La reforma de las penas privativas de libertad y pecunia-
rias, y la búsqueda de alternativas a las penas cortas privativas
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de libertad es una preocupación que se observa en los trabajos
de reforma penal de todos los países europeos. Es también una
tendencia político criminal apoyada en Recomendaciones de la
ONU, fundamentalmente en las «Reglas mínimas sobre las
medidas no privativas de la libertad» (Reglas de Tokio), y del
Consejo de Europa.

En el nuevo Código Penal se reconocen tres clases de pe-
nas, que pueden imponerse con carácter principal o accesorio:
privativas de libertad, privativas de otros derechos y multa.

Son penas privativas de libertad la prisión, el arresto de fin
de semana y la responsabilidad personal subsidiaria en caso de
impago. La pena de prisión tendrá una duración mínima de seis
meses y máxima de veinte años, «salvo lo que excepcional-
mente dispongan otros preceptos del presente Código» (artícu-
lo 36 del Código Penal). El arresto de fin de semana se con-
templa como pena principal para determinados delitos y faltas,
también como sustitutiva de la pena de prisión (inferior a un
año o, excepcionalmente, dos) y como forma de cumplimiento
de la responsabilidad personal subsidiaria en caso de impago
de multa.

Son penas privativas de derechos las inhabilitaciones y sus-
pensiones que enumera el artículo 39 del Código Penal, la pri-
vación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomoto-
res, la privación del derecho a la tenencia y porte de armas, la
privación del derecho a residir en determinados lugares o a
acudir a ellos y los trabajos en beneficio de la comunidad. En
relación a estos últimos, no se contemplan como pena princi-
pal en el Libro II y III del Código (Delito y sus penas, Faltas y
sus penas) por lo que sólo pueden imponerse como sustitutivos
de la pena de arresto de fin de semana (artículo 88.2) y como
forma de cumplimiento de la responsabilidad personal subsi-
diaria por impago de multa (artículo 53).

En cuanto a la pena de multa, que consiste en la imposición
al condenado de una sanción pecuniaria, se introduce el sistema
de días-multa. Como hemos indicado, si el condenado no satis-
face, voluntariamente o por vía de apremio, la multa impuesta,
quedará sujeto a una responsabilidad personal subsidiaria de pri-
vación de libertad, que podrá cumplirse en régimen de arrestos
de fin de semana. También podrá el Juez o Tribunal, previa con-
formidad del penado, acordar que la responsabilidad subsidiaria
se cumpla mediante trabajos en beneficio de la comunidad.

No queremos terminar este apartado sin hacer una breve
referencia a la Teoría de la Pena que subyace en la regulación
del nuevo Código Penal. Para el profesor Cerezo Mir1 el Códi-
go se inspira en una teoría unitaria de la pena, que aúna los
fines de reafirmación del ordenamiento jurídico (retribución),
de la prevención general y de la prevención especial.

El artículo 25.2 de la Constitución Española dispone que
«las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad es-
tarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no
podrán consistir en trabajos forzados».

El Tribunal Constitucional2 ha establecido en su doctrina
que el artículo 25.2 de la Constitución contiene un mandato
dirigido al legislador penitenciario y a la Administración por él
creada para orientar la ejecución de las penas privativas de
libertad [...], pero no establece que la reeducación y la reinser-
ción social sean las únicas finalidades legítimas de las penas

privativas de libertad. Ello significa que la reinserción y la ree-
ducación no pueden ser los únicos fines de las penas privativas
de libertad, ni de las penas en general, según la opinión unáni-
me de la moderna Ciencia del Derecho Penal española. De lo
contrario, añade el profesor Cerezo, el Derecho Penal no podría
cumplir su función de protección de los bienes jurídicos. 

A pesar de esta interpretación, la normativa actual ha sido
ideada por el legislador con un claro fin de reinserción del de-
lincuente, entendiéndose que siempre que sea necesario debe
hacerse todo lo posible para conseguir la reeducación y rein-
serción social de los delincuentes, como fines principales de la
pena, sea ésta del tipo que sea, y con la intención de conseguir
que éstos puedan volver a convivir dentro de la legalidad en la
sociedad.

Para la Profesora M.ª Isabel Sánchez García3, el nuevo Có-
digo Penal deja traslucir una concepción mixta o ecléctica de la
pena, en cuanto aparecen combinados aspectos propios de las
teorías retributivas y preventivas de la misma. La teorías mixtas
o de la unión son mayoritarias en la doctrina, así como en el
Derecho comparado. En opinión de esta profesora, las conside-
raciones de prevención especial reaparecen con fuerza en la
regulación de las formas sustitutivas de la ejecución de las
penas privativas de libertad, donde cabe apreciar un descenso
en la gravedad de la pena por debajo del límite mínimo de cul-
pabilidad, en atención a criterios de prevención especial. De
este modo, la suspensión de la pena se concede atendiendo fun-
damentalmente a la peligrosidad criminal del sujeto (artículo
80.1 del Código Penal), la sustitución de la pena se subordina a
que, entre otros datos, las circunstancias personales del reo así
lo aconsejen (artículo 88.1) y la concesión de la libertad condi-
cional está supeditada, entre otros requisitos, a la existencia de
un pronóstico favorable de reinserción (artículo 90). 

Cuando el profesor Gimbernat4 señala que el sistema de
penas y medidas de seguridad del nuevo Código Penal supone
«tal vez la más importante y progresista innovación del nuevo
texto..», nos está indicando que la antigua regulación no sólo
ha cambiado en lo formal, sino que se ha producido un verda-
dero cambio en la teoría de la pena en nuestro ordenamiento.

2.1.2. Las alternativas a las penas privativas de libertad

Bajo la rúbrica «De las formas sustitutivas de la ejecución
de las penas privativas de libertad» se contemplan en el Capí-
tulo III, del Titulo III, del Libro I del Código Penal diferentes
alternativas a las penas privativas de libertad y en concreto, la
suspensión de su ejecución (artículos 80 a 87), la sustitución de
las penas privativas de libertad (artículos 88 y 89) y la libertad
condicional (artículos 90 a 93).

Las posibilidades que ofrecían en la antigua regulación la
remisión condicional de la pena y la libertad condicional, se
ven ampliamente superadas en el nuevo Código. Por otro lado,
desaparece la redención de penas por el trabajo prevista en el
anterior Código.

Las medidas indicadas se dirigen a la evitación de las penas
cortas privativas de libertad, siempre que consideraciones de
prevención especial así lo aconsejen. Estas penas se consideran
inútiles y contraproducentes en orden a los fines de resociali-
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1 JOSÉ CEREZO MIR, «Consideraciones político-criminales sobre el nuevo

Código Penal de 1995», La Ley, diario 4063, de 21 de junio de 1996.

2 Sentencia 150/1991, de 4 de julio, fundamento jurídico 4b.

3 «El sistema de penas (II)». La Ley, 9 de abril de 1996.

4 ENRIQUE GIMBERNAT ORDEIG, Código Penal, Tecnos, Madrid, 1996,
Prólogo.



zación que deben presidir la ejecución de las penas privativas
de libertad por imperativo constitucional. En el caso de la
libertad condicional, se trata de dejar de cumplir la pena cuan-
do ya no es necesaria desde estos mismos puntos de vista. Por
ello, la concesión de estos beneficios aparece condicionada a
datos como las circunstancias personales del condenado, su ca-
rácter no habitual o reincidente, o la existencia de pronósticos
favorables de reinserción social. Cada una de estas institucio-
nes aparece acompañada de la posible imposición de reglas de
conducta orientadas o bien a la asistencia, o bien al control del
reo. Por otro lado, exigencias de la prevención general deter-
minan también que sólo encuentren aplicación con respecto a
penas de escasa gravedad o que se tenga en cuenta la gravedad
del hecho cometido para su concesión5.

Corresponde al Juez o Tribunal la decisión sobre la aplica-
ción de estas alternativas, a excepción de la medida de libertad
condicional, sobre la que decide el Juez de Vigilancia Peniten-
ciaria.

A) La suspensión de la ejecución de las penas

El Derecho penal español conoce desde comienzos de este
siglo, la denominada «remisión condicional o condena condi-
cional» de la pena (artículos 92 a 97 del anterior Código Penal)
que ahora se denomina «suspensión de la ejecución de la pe-
na», también de carácter condicional.

Señala el profesor Cerezo Mir6 que en el nuevo Código
Penal no se introduce, entre los sustitutivos de las penas cortas
de privación de libertad, la «suspensión del fallo», como se ha-
cía en el artículo 91.3 del Proyecto de Código Penal de 1980,
según el modelo inspirado en la probation anglosajona (en la
que se interrumpe el proceso, una vez declarada la culpabilidad
del reo, para someterlo a prueba durante un cierto tiempo; si
durante ese periodo no vuelve a delinquir, el Juez o Tribunal no
llega a dictar nunca la sentencia, con lo que no le queda a aquél
antecedente penal)

Continúa señalando el profesor Cerezo que la remisión con-
dicional de la pena o condena condicional de nuestro antiguo
Código, respondía, en cambio, al modelo franco-belga, según el
cual, una vez dictada sentencia condenatoria, se podía suspen-
der la ejecución de la pena impuesta, para someter a prueba al
penado durante un cierto tiempo. Si el reo no vuelve a delinquir
en el plazo establecido, la pena le queda remitida, pero se man-
tiene el antecedente penal.

El nuevo Código Penal ha optado por la inclusión en la vie-
ja condena condicional de determinados elementos del sistema
anglosajón, llegándose a una figura híbrida, a la que se deno-
mina simplemente suspensión de la ejecución de la pena. No
se interrumpe el procedimiento, pero una vez dictada la
sentencia condenatoria y acordada la suspensión de la ejecu-
ción de la pena, la inscripción de aquélla se lleva a cabo en una
sección especial, separada y reservada, del Registro Central de
Penados y Rebeldes (artículo 82 del Código Penal). Si el suje-
to no delinque en el plazo de prueba, el Juez o Tribunal acor-
dará la remisión de la pena y ordenará la cancelación de la ins-
cripción de la sentencia en la sección especial de Registro, no

pudiéndose tener en cuenta este antecedente a ningún efecto
(artículo 85.2). Se soslaya así la interrupción del proceso y se
trata de conseguir de otro modo los efectos favorables de la
ausencia de antecedentes penales.

La suspensión de la ejecución aparece prevista para aque-
llas penas privativas de libertad inferiores a dos años. Puede
alcanzar tanto a la pena de prisión como a la de arresto de fin
de semana y a la responsabilidad personal subsidiaria en caso
de impago de multa. El criterio que se atiende para su conce-
sión es la peligrosidad criminal. El plazo de suspensión será de
dos a cinco años para las penas inferiores a dos años, y de tres
meses a un año, para las penas leves. Las condiciones necesa-
rias para la suspensión de la pena son que el condenado haya
delinquido por primera vez, que la pena impuesta o la suma de
las impuestas no sea superior a los dos años, y que se hayan
satisfecho las responsabilidades civiles.

Se contemplan dos supuestos de suspensión condicional
como excepcionales: la prevista para penados aquejados de
una enfermedad muy grave con padecimientos incurables y la
de penados que cometieron el acto delictivo a causa de su de-
pendencia del alcohol, drogas tóxicas, estupefacientes, sustan-
cias psicotrópicas u otras análogas.

Penados aquejados de enfermedad muy grave

El artículo 80.4 del Código Penal establece que:
«Los Jueces y Tribunales sentenciadores podrán otorgar la

suspensión de cualquier pena impuesta sin sujeción a requisi-
to alguno en el caso de que el penado esté aquejado de una en-
fermedad muy grave con padecimientos incurables, salvo que
en el momento de la comisión del delito tuviera ya otra pena
suspendida por el mismo motivo.»

Por otra parte, el artículo 92 del Código Penal7 contempla
dos supuestos excepcionales de concesión de libertad condicio-
nal anticipada, hasta ahora previstos en el artículo 60 del anti-
guo Reglamento Penitenciario (declarado legal por la resolución
del Tribunal Supremo de fecha 19 de agosto de 1988), y hoy
contemplados en el artículo 196.2 del nuevo Reglamento Peni-
tenciario8, en los que se establece una excepción al requisito de
haber cumplido las tres cuartas partes de la condena e incluso
las dos terceras partes: los sentenciados que hubieran cumplido
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5 M.ª ISABEL SÁNCHEZ GARCÍA, «El sistema de penas», Diarios 4010,
4011 y 4012 de 8, 9 y 10 de abril de 1996.

6 JOSÉ CEREZO MIR, «Consideraciones político-criminales sobre el nuevo
Código Penal de 1995», La Ley, Diario 4063, de 21 de junio de 1996.

7 «No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, los sentenciados
que hubieran cumplido la edad de setenta años o la cumplan durante la
extinción de la condena, y reúnan los requisitos establecidos, excepto el
haber extinguido las tres cuartas partes de aquélla o, en su caso las dos
terceras parte, podrán obtener la concesión de la libertad condicional.»

8 «Libertad condicional de septuagenarios y enfermos terminales.
1. Se elevará al Juez de Vigilancia el expediente de libertad condi-

cional de los penados que hubiesen cumplido setenta años o los cum-
plan durante la extinción de la condena. En el expediente deberá acre-
ditarse el cumplimiento de los requisitos establecidos en el Código
Penal, excepto el de haber extinguido las tres cuartas partes o, en su
caso, las dos terceras partes de la condena o condenas.

2. Igual sistema se seguirá cuando, según informe médico, se trate de
enfermos muy graves con padecimientos incurables. Cuando los servi-
cios médicos del Centro consideren que concurren las condiciones para
la concesión de la libertad condicional por esta causa, lo pondrán en
conocimiento de la Junta de Tratamiento, mediante la elaboración del
oportuno informe médico.

3. En ambos supuestos, el expediente deberá contener los documen-
tos a que se refiere el artículo anterior, excepto los relativos a la letra h),
junto con un informe social en el que constará, en su caso, la admisión
del interno por alguna institución o asociación cuando éste carezca de
vinculación o apoyo familiar en el exterior...»



la edad de setenta años (o los cumplan durante la extinción de
la condena) y los enfermos muy graves con padecimientos incu-
rables, según informe médico. 

Estos preceptos responden a un fundamento doble: los mo-
tivos humanitarios y la disminución de la necesidad del cum-
plimento efectivo de la pena desde el punto de vista preventi-
vo general y especial. 

Estos supuestos han sido objeto de análisis, en su vertiente
de enfermos incurables, en la Sentencia número 196/96 del Tri-
bunal Constitucional, que señala que el criterio básico para la
apreciación de la posible concesión del adelantamiento de la
libertad condicional por enfermedad grave o incurable, no debe
ser la mayor o menor posibilidad de muerte a corto plazo, sino
evitar que la estancia en prisión afecte negativamente al curso
de la enfermedad. 

El informe del Defensor del Pueblo9 de 1996 dedicado al
estudio de la situación penitenciaria, señala en este tema el pro-
blema que supone la falta de posibilidad de acogimiento en su
propia familia de los penados en estas circunstancias, por lo
que sería conveniente que se aborde el estudio de la posible im-
plantación de unidades dependientes sostenidas con fondos pú-
blicos, y que permitirían el cumplimiento de esta última fase de
la pena de prisión fuera del ámbito penitenciario a aquellos in-
ternos que, estando en situación terminal, no posean recursos
propios o familiares para su acogimiento.

El Informe del Consejo General del Poder Judicial al
Anteproyecto de Código Penal de 1994 había llamado la aten-
ción sobre la conveniencia de no seguir exigiendo en todo caso
la previa clasificación en tercer grado, lamentando que el pre-
legislador no hubiera atendido esta sugerencia expuesta ya en
relación al Proyecto de 1992 y que finalmente, ha sido una vez
más desoída en el trámite parlamentario. El motivo alegado en
el Informe era que se puede llegar a una situación terminal sin
merecer la referida clasificación y no obstante, deberían impo-
nerse en última instancia las consideraciones humanitarias. 

Este último aspecto es especialmente delicado en el caso de
los enfermos muy graves, que en su mayor parte se concreta en
los presos que padecen la enfermedad del sida, respecto de los
que la gravedad y el carácter irreversible de la enfermedad van
en ocasiones asociadas con una elevada peligrosidad criminal.
La Circular de la Fiscalía General del Estado núm. 4/1990, de
5 de noviembre, hace referencia a la aplicación de este recurso
jurídico excepcional a presos afectados por la enfermedad del
sida, con el objeto de evitar un uso automático del mismo10.

Penados con dependencia de las sustancias señaladas en el artí-
culo 20.2 del Código

Los penados que hubiesen cometido el hecho delictivo a
causa de su dependencia de las sustancias señaladas en el artí-
culo 20.2 del Código Penal, es decir, alcohol, drogas tóxicas,
estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produz-
can efectos análogos, podrán ver suspendida la ejecución de la
pena privativa de libertad, siempre que se den las circunstan-
cias previstas en el artículo 87 del Código Penal.

Es preciso que la pena no sea superior a tres años (el lími-
te era antes de dos) y que se certifique suficientemente por

centro o servicio público o privado acreditado que el condena-
do se encuentra deshabituado o sometido a tratamiento para tal
fin en el momento de decidir sobre la suspensión. Ha de tra-
tarse de reos no habituales, según el concepto del artículo 94
del Código (no haber sido condenado por la comisión de tres o
más delitos de los contenidos en un mismo capítulo en el plazo
de cinco años). Cabe su concesión incluso cuando el condena-
do sea reincidente, si bien en este caso el Juez o Tribunal deci-
dirá sobre la oportunidad de tal decisión en función de las cir-
cunstancias del hecho y del autor. 

La suspensión se condiciona a que el reo no delinca en el
plazo que se señale, que será de tres a cinco años y, en el caso
de estar sometido a tratamiento de deshabituación, a que no lo
abandone hasta su finalización. En caso de incumplimiento de
alguna de esas dos condiciones procede la revocación de la sus-
pensión de la pena. Por el contrario, de transcurrir el plazo de
suspensión sin haber delinquido y acreditada la deshabituación
o la continuidad del tratamiento, se acordará la remisión. Cuan-
do únicamente se incumple el tratamiento, el Juez o Tribunal
tiene la alternativa de ordenar el cumplimiento de la pena o bien
de prorrogar el plazo de suspensión por tiempo no superior a
dos años, siempre que, oídos los informes correspondientes, es-
time necesaria la continuación del tratamiento.

En cualquier caso, los centros o servicios responsables
del tratamiento estarán obligados a facilitar al Juez o Tribu-
nal Sentenciador la información precisa para comprobar el
comienzo de aquél, así como para conocer periódicamente su
evolución, las modificaciones que haya de experimentar y su
finalización.

B) Sustitución de las penas privativas de libertad: los trabajos
en beneficio de la comunidad

El artículo 88 del Código Penal establece literalmente que:
«1. Los Jueces o Tribunales podrán sustituir, previa audien-

cia de las partes, en la misma sentencia, o posteriormente en
auto motivado, antes de dar inicio a su ejecución, las penas de
prisión que no excedan de un año por arresto de fin de semana
o multa, aunque la Ley no prevea estas penas para el delito de
que se trate, cuando las circunstancias personales del reo, la
naturaleza del hecho, su conducta y, en particular, el esfuerzo
para reparar el daño causado así lo aconsejen, siempre que no
se trate de reos habituales [...].

2. También podrán los Jueces y Tribunales, previa confor-
midad del reo, sustituir las penas de arresto de fines de sema-
na por multa o trabajos en beneficio de la comunidad. En este
caso, cada arresto de fin de semana será sustituido por cuatro
cuotas de multa o dos jornadas de trabajo [...].»

La posibilidad de sustitución de las penas privativas de
libertad supone una novedad importante en relación al anterior
Código Penal y se enmarca dentro de las alternativas a la pena
privativa de libertad. Con respecto a la pena de arresto de fin
de semana, su naturaleza, contenido y condiciones de cumpli-
miento han sido objeto de estudio en el Informe Especial del
Justicia de Aragón sobre la situación de los Depósitos de De-
tenidos en Aragón año 1997, a cuyo contenido nos remitimos.

Entre las penas sustitutivas de las privativas de libertad des-
tacan los trabajos en beneficio de la comunidad, que ya el
Código Penal de 1822, en su artículo 94, aunque más bien en
referencia a la responsabilidad «ex delicto», preveía que el pe-
nado insolvente, una vez cumplida la pena principal, pudiera
resarcir los daños producidos a la causa pública o a los parti-
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culares mediante «...un arresto donde pudiera trabajar hasta
que pague...» que en ningún caso excedería de dos años11.

Los trabajos en beneficio de la comunidad no estaban con-
templados en los textos prelegislativos que precedieron al Có-
digo definitivo, a pesar de que su introducción fue reclamada
insistentemente por la doctrina. Estos trabajos obligan al pena-
do a prestar su cooperación no retribuida en determinadas acti-
vidades de utilidad pública. No pueden imponerse sin consen-
timiento del penado, y ello por estar el trabajo forzado prohibi-
do en el artículo 25.2 de la Constitución12. La duración diaria
no excederá de las ocho horas y sus condiciones son, de acuer-
do con lo establecido en el artículo 49 del Código Penal13, las
siguientes:

1. La ejecución se desarrollará bajo control del Juez o Tri-
bunal sentenciador, que, a tal efecto, podrá requerir informes
sobre el desempeño del trabajo a la Administración, entidad
pública o asociación de interés general en que se presten los
servicios.

2. No atentará a la dignidad del penado.
3. El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado

por la Administración, la cual podrá establecer los convenios
oportunos a tal fin.

4. Gozará de la protección dispensada a los penados por
la legislación penitenciaria en materia de Seguridad Social.

5. No se supeditará al logro de interés económico.
La indefinición de muchas señas de identidad de estas

características dio lugar durante el debate parlamentario del
Código Penal a que los grupos de Izquierda Unida y Conver-
gencia i Unió fueran especialmente críticos con esta pena, tan-
to por la «parquedad de la redacción, así como por la insegu-
ridad jurídica que suponía la no fijación de su régimen jurídi-
co básico a través del propio Código Penal, produciéndose esa
remisión genérica al desarrollo reglamentario de dudosa cons-
titucionalidad».14

En principio, el trabajo en beneficio de la comunidad pue-
de adoptar la consideración de pena menos grave o leve en fun-
ción de las horas de trabajo que se impongan (artículos 33.3, j,
y 33.4, e)15, 16, aunque su duración completa se extiende entre
un día y un año (artículo 40 in fine). 

En el Derecho comparado17, como más tarde se verá, los tra-
bajos al servicio de la comunidad aparecen en ocasiones previs-

tos con una naturaleza distinta, no como pena principal sino en-
tre los deberes a imponer en el marco de la condena condicional
o como alternativa al arresto sustitutorio (así en Alemania y
Suiza). En Gran Bretaña se contempla como pena principal en
el caso del Community Service Order desde 1972.

Una característica de esta pena es que la misma no ha sido
prevista por nuestro legislador en los Libros II y III, es decir de
los Delitos y sus Penas y de las Faltas y sus Penas, por lo que
únicamente será posible su aplicación como pena sustitutiva
del arresto de fin de semana y como forma de cumplimiento de
la responsabilidad personal subsidiaria por el impago de penas
de multa. Se establece que cada arresto de fin de semana podrá
ser sustituido por dos jornadas de trabajo.

Como señala la profesora Sánchez García, en la obra cita-
da, desde un punto de vista político-criminal, la introducción
de los trabajos en beneficio de la comunidad, que había sido
recomendado por el Consejo de Europa y ampliamente solici-
tado por la doctrina, debe valorarse positivamente, pero debe
también advertirse que el éxito de esta modalidad de sanción
requiere una adecuada ejecución práctica, que no estará exen-
ta de dificultades.

El desarrollo reglamentario del artículo 49 del Código Pe-
nal se ha producido mediante el Real Decreto 690/1996, de 26
de abril, que define esta actividad en su artículo 1.º como:

«La prestación de la cooperación personal no retribuida
en determinadas actividades de utilidad pública, con interés
social y valor educativo, tendente a servir de reparación para
la comunidad perjudicada por el ilícito penal y no supeditada
al logro de intereses económicos.»

Del citado precepto podemos deducir que el objeto de esta
pena es la cooperación personal (trabajo físico o intelectual) no
retribuida, aunque se indemnizan los gastos de transporte y
manutención. Se realizará por medio de actividades de utilidad
pública, por tanto de interés para la sociedad, y, por otro lado,
con valor educativo para el penado. El fin queda establecido
como el servir de reparación al daño social causado con el deli-
to, y aunque, como ya hemos dicho, no queda supeditado al
logro de intereses económicos, forzoso es reconocer que cual-
quier trabajo o tarea desempeñada en actividades de utilidad
pública o interés social produce un beneficio.

El puesto de trabajo habrá de ser, en principio, facilitado
por la Administración Penitenciaria, de acuerdo con los Conve-
nios firmados a tal efecto con entidades públicas y privadas.
Una vez más el legislador ha introducido la pena sin haber crea-
do con anterioridad los instrumentos para ponerla en práctica.
Igual ha ocurrido con los arrestos de fin de semana a cumplir
en los Depósitos Municipales de Detenidos18, pues se ha pro-
cedido a la creación de una pena sin que existan los medios ade-
cuados para su efectiva puesta en práctica. 

Tan sólo en fechas muy recientes, en concreto el 19 de ma-
yo de 1997, se ha dado un primer paso con la firma de un Con-
venio de Colaboración entre el Ministerio del Interior y la Fe-
deración Española de Municipios y Provincias (FEMP) para la
gestión del cumplimiento de las penas de trabajo en beneficio
de la comunidad. En este convenio se ha llegado al acuerdo de
que por la FEMP se difunda entre los Municipios españoles las
peculiaridades de esta pena, así como realizar las gestiones
oportunas ante los Ayuntamientos para que éstos se adhieran al
Convenio. Igualmente se ha acordado mantener estrechas rela-
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11 IGNACIO SERRANO BUTRAGUEÑO, Las penas en el nuevo Código Penal,
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18 EL JUSTICIA DE ARAGÓN, Informe sobre la situación de los Depósitos
Municipales de Detenidos en Aragón, marzo, 1997.



ciones de coordinación entre los Municipios y el Organismo
Autónomo de Trabajo y Prestaciones Penitenciarias, para po-
der establecer un catálogo de puestos de trabajo ofertados, y la
incidencia que el cumplimiento de la pena pudiera ocasionar. 

C) La libertad condicional

El nuevo Código Penal mantiene, con respecto a la regula-
ción anterior, el beneficio de la libertad condicional, a la vez
que amplía su ámbito de aplicación. Su finalidad no es otra que
abreviar la duración de la pena, cuando ya no es necesaria su
continuación.

Se establece la libertad condicional en las penas privativas
de libertad (ya no se exige que superen el año de duración) pa-
ra aquellos sentenciados en quienes concurran los requisitos si-
guientes (artículo 90 del Código Penal):

1.ª Que se encuentren en el tercer grado de tratamiento pe-
nitenciario.

2.ª Que hayan extinguido las tres cuartas partes de la con-
dena impuesta.

3.ª Que hayan observado buena conducta, y exista respec-
to de los mismos un pronóstico individualizado y favorable de
reinserción social, emitido por los expertos que el Juez de Vi-
gilancia estime convenientes.

Como vemos, el anterior requisito del número 4 del artícu-
lo 98 del antiguo Código Penal «que ofrezca garantías de ha-
cer vida honrada en libertad» aparece en la nueva regulación
sustituido por el del «pronostico» señalado, lo que parece más
adecuado a los fines resocializadores asignados a la ejecución
de la pena.

Como supuestos excepcionales de concesión de la libertad
condicional se contemplan dos: el del artículo 91 del Código,
para los sentenciados que merezcan dicho beneficio «por haber
desarrollado continuadamente actividades laborales, culturales
u ocupacionales» y hayan extinguido las dos terceras partes de
su condena, y el del artículo 92, antes mencionado, para los
sentenciados septuagenarios o con padecimientos incurables.

El artículo 92 del Código Penal señala que «No obstante lo
dispuesto en los artículos anteriores, los sentenciados que hu-
bieran cumplido la edad de setenta años o la cumplan durante
la extinción de la condena, y reúnan los requisitos establecidos,
excepto el haber extinguido las tres cuartas partes de aquélla,
o, en su caso, las dos terceras podrán obtener la concesión de
la libertad condicional. El mismo criterio se aplicará cuando,
según informe médico, se trate de enfermos muy graves, con pa-
decimientos incurables».

Este precepto viene a regular al vieja previsión reglamen-
taria del artículo 60 del Reglamento Penitenciario, a cuyo co-
mentario anterior nos remitimos.

2.1.3. Medidas de Seguridad

La Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, por la que
se aprueba el denominado Código Penal de la Democracia, de-
dica todo su Título IV a las medidas de seguridad, establecidas
con carácter postdelictual para aquellas personas cuya peligro-
sidad se ha puesto de manifiesto a través de la comisión de un
delito. 

Según el artículo 95 del Código Penal, las medidas de
seguridad se aplicarán por el Juez o Tribunal, previos los infor-
mes que estime convenientes, a las personas que se encuentren
en los supuestos contemplados en el propio Código (artículos
101 a 108), siempre que concurran estas circunstancias: 

1.º Que el sujeto haya cometido un hecho previsto como
delito.

2.º Que del hecho y de las circunstancias personales del
sujeto pueda deducirse un pronóstico de comportamiento futu-
ro que revele la probabilidad de comisión de nuevos delitos.

Queda derogada la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación
Social de 4 de agosto de 1970 de manera que desaparecen de
nuestro ordenamiento jurídico las medidas de seguridad prede-
lictuales, de acuerdo con la opinión prácticamente unánime de
la doctrina penalista española. Las medidas de seguridad pre-
delictuales, aplicables a personas que aún no han delinquido,
son contrarias a las exigencias de la seguridad jurídica y por
tanto, del Estado de Derecho.

Las personas a las que se aplican las medidas de seguridad
son las siguientes:

— A los declarados exentos de responsabilidad criminal
conforme al número 1.º del artículo 20 (el que al tiempo de co-
meter la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o alte-
ración psíquica, no pueda comprender la ilicitud del hecho o
actuar conforme a esa comprensión).

— A los declarados exentos de responsabilidad criminal
conforme al número 2.º del artículo 20 (el que al tiempo de co-
meter la infracción se halle en estado de intoxicación plena por
el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefa-
cientes, sustancias psicotrópicas u otras análogas).

— A los declarados exentos de responsabilidad criminal
conforme al número 3º del artículo 20 (el que, por sufrir altera-
ciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infan-
cia, tenga alterada gravemente la conciencia de la realidad).

Las medidas de seguridad que se pueden imponer, según el
artículo 96 del Código, son privativas y no privativas de libertad.

Medidas privativas de libertad:
— Internamiento en centro psiquiátrico.
— Internamiento en centro de deshabituación.
— Internamiento en centro educativo especial.
Medidas no privativas de libertad:
— Prohibición de estancia y residencia en determinados

lugares.
— Privación del derecho a conducir vehículos a motor y ci-

clomotores.
— Privación de la licencia o permiso de armas.
— Expulsión del territorio nacional de extranjeros que le-

galmente residan en España.
— Inhabilitación profesional.
Junto a estas medidas, el artículo 105 del Código Penal es-

tablece las medidas no privativas de libertad para aquellas per-
sonas declaradas exentas de responsabilidad penal, a las cuales
el Juez o Tribunal podrá acordar razonadamente, desde un prin-
cipio o durante la ejecución de la sentencia, la imposición de la
observancia de una o varias de las siguientes medidas:

Por un tiempo no superior a cinco años:
— Sumisión a tratamiento externo en centros médicos o

establecimientos de carácter socio-sanitario.
— Obligaciones de residir en un lugar determinado.
— Prohibición de residir en el lugar o territorio que se de-

signe.
— Prohibición de acudir a determinados lugares o visitar

establecimientos de bebidas alcohólicas.
— Custodia familiar. El sometido a esta medida quedará al

cuidado y vigilancia del familiar que se designe.
— Sometimiento a programas de tipo formativo, cultural,

educativo, profesional, de educación sexual y otros similares.
Por un tiempo de hasta diez años :
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— Privación de la licencia o permiso de armas.
— Privación del derecho a la conducción de vehículos a

motor y ciclomotores.
En los casos mencionados en el artículo 105, el Juez o Tri-

bunal sentenciador dispondrá que los servicios de asistencia
social competentes presten la ayuda o atención que precise o
legalmente le corresponda al sometido a medidas de seguridad
no privativas de libertad.

Muchas de estas medidas de seguridad quedan supeditadas a
la existencia de programas y centros específicos de cumplimien-
to y tratamiento, bien sean facilitados por la propia Administra-
ción Penitenciaria, bien por Entes privados colaboradores.

2.2. LEY ORGÁNICA GENERAL PENITENCIARIA

La Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Pe-
nitenciaria (LOGP), establece en su artículo 1, siguiendo el
mandato constitucional del artículo 25.2 de la Carta Magna,
que el fin primordial de las Instituciones penitenciarias es la re-
educación y la reinserción de los sentenciados a penas y me-
didas penales privativas de libertad. Igualmente tienen a su car-
go una labor asistencial y de ayuda para internos y liberados

Dejando a un lado las características propias de los centros
de internamiento, preventivos o de cumplimiento, el artículo
11 de la LOGP, en relación con el artículo 7, configura la cate-
goría de Establecimientos especiales, en los que prevalece el
carácter asistencial, pudiendo ser de diversos tipos:

— Centros hospitalarios
— Centros psiquiátricos
— Centros de rehabilitación social, para la ejecución de

medidas penales, de conformidad con la legislación vigente en
esta materia.

2.3. REGLAMENTO PENITENCIARIO

El nuevo Reglamento Penitenciario, aprobado por Real
Decreto 190/96, de 9 de febrero, nos indica en su Exposición
de Motivos la voluntad de desarrollo de los principios recogi-
dos en la Ley Orgánica General Penitenciaria. Para ello regula
una serie de instituciones tendentes a cumplir con el principio
constitucional de reinserción y resocialización, intentando que
el internamiento en centros penitenciarios cerrados tenga alter-
nativas en aquellos casos en que sea posible.

2.3.1. Centros de Inserción Social

Cuando la legislación penitenciaria nos habla de Centros de
Inserción Social, dentro de la profundización en el principio de
individualización científica en la ejecución del tratamiento peni-
tenciario, nos está introduciendo en el concepto que el artículo
163 del Reglamento Penitenciario define como:

«... Establecimientos penitenciarios destinados al cumpli-
miento de penas privativas de libertad en régimen abierto y de
las penas de arresto de fin de semana, así como al seguimien-
to de cuantas penas no privativas de libertad se establezcan en
la legislación penal y cuya ejecución se atribuya a los servicios
correspondientes del Ministerio de Justicia e Interior u órgano
autonómico competente. También se dedicarán al seguimiento
de los liberados condicionales que tengan adscritos.»

El punto dos de este artículo fija el objeto esencial de la ac-
tividad penitencia en estos centros, que no es otro que «poten-
ciar las capacidades de inserción social positiva que presen-
ten las personas en ellos internadas mediante el desarrollo de

actividades y programas de tratamiento destinados a favorecer
su incorporación al medio social».

2.3.2. Unidades Dependientes19

Mediante esta figura se posibilita la creación de unidades
arquitectónicamente ubicadas fuera de los recintos carcelarios,
preferentemente en viviendas ordinarias, estando gestionadas
de forma directa y preferente por asociaciones u organismos no
penitenciarios y en ellas reciben los internos servicios y presta-
ciones de carácter formativo, laboral y tratamental. Administra-
tivamente dependen siempre de un centro penitenciario.

La creación de estas unidades se llevará a cabo mediante
Orden Ministerial o resolución autonómica equivalente, pu-
diendo venir propiciadas estas actuaciones por la suscripción
de acuerdos o convenios de colaboración entre la Administra-
ción Penitenciaria correspondiente y otras Instituciones dedi-
cadas a la resocialización de los internos, estando orientadas
para los penados clasificados en tercer grado de tratamiento
para la realización de actividades formativas, laborales, etc.

2.3.3. Unidades extrapenitenciarias

El Reglamento Penitenciario contempla en su artículo 182
la posibilidad de cumplimiento de las penas privativas de liber-
tad en unidades extrapenitenciarias, tales como centros de des-
habituación y centros educativos especiales. Estas institucio-
nes extrapenitenciarias, dependientes de un Centro Directivo,
podrán ser públicas o privadas, y se establece que tan sólo se-
rán para penados clasificados en tercer grado y que necesiten
un tratamiento específico para deshabituación de drogodepen-
dencias y otras adicciones.

Para llevar a la práctica esta posibilidad de cumplimiento
de pena privativa de libertad en una unidad extrapenitenciaria,
deberán darse una serie de requisitos:

1. Existencia de un programa de deshabituación aprobado
por la institución de acogida, que deberá contener el compro-
miso expreso de la institución de acoger al interno y de comu-
nicar al Centro penitenciario las incidencias que surjan en el
tratamiento.

2. Consentimiento y compromiso expreso del interno para
observar el régimen de vida propio de la institución de acogida.

3. Programa de seguimiento del interno, aprobado conjun-
tamente por el Centro penitenciario y la institución de acogida,
que deberá contener los controles oportunos establecidos por
el Centro, cuya aceptación previa y expresa por el interno será
requisito imprescindible para poder conceder la autorización.

La Administración Penitenciaria correspondiente celebrará
los convenios necesarios con otras Administraciones Públicas o
con entidades colaboradoras para la ejecución de las medidas de
seguridad privativas de libertad previstas en el Código Penal.

2.3.4. Establecimientos o Unidades Psiquiátricos

Son centros especiales destinados al cumplimiento de las
medidas de seguridad privativas de libertad aplicadas por los
Tribunales correspondientes, previstas en el Código Penal.

El artículo 184 del Reglamento Penitenciario fija los casos
en que estos ingresos serán posibles, rompiendo, en consonan-
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cia con el artículo 20 del nuevo Código Penal, con la amplísi-
ma discrecionalidad de los antiguos artículos 8.1 y 9.1 del hoy
derogado Código Penal de 194420:

a) Los detenidos o presos con patología psiquiátrica, cuan-
do una autoridad judicial decida su ingreso para observación,
durante el tiempo que requiera la misma y la emisión del opor-
tuno informe. Una vez emitido el informe, si la autoridad judi-
cial no decidiese la libertad del interno, el Centro Directivo
podrá decidir su traslado al Centro que le corresponda.

b) Personas a las que por aplicación de las circunstancias
eximentes establecidas en el Código Penal les haya sido apli-
cada una medida de seguridad de internamiento en centro psi-
quiátrico penitenciario.

c) Penados a los que, por enfermedad mental sobrevenida,
se les haya impuesto una medida de seguridad por el Tribunal
sentenciador en aplicación de lo dispuesto en el Código Penal
y en la Ley de Enjuiciamiento Criminal que deba ser cumplida
en un Establecimiento o Unidad Psiquiátrica penitenciaria.

Se establece igualmente la necesidad de mantener constante-
mente informado al órgano judicial del desarrollo de la patología
del interno, tanto desde el ingreso como cualquier circunstancia
modificativa de su situación.

Se establece un régimen reglado de las condiciones de es-
tos establecimientos, siendo posible (artículo 191.2) la firma
de acuerdos y convenios con las Administraciones sanitarias
competentes para lograr la rehabilitación de los enfermos a tra-
vés del arraigo en su entorno familiar. Las características prin-
cipales de los mismos serán:

1. Las necesidades asistenciales de cada paciente determi-
nará la separación en distintos departamentos.

2. Las restricciones a la libertad personal del paciente de-
ben limitarse a las que sean necesarias en función del estado de
salud de aquél o del éxito del tratamiento.

3. El empleo de medios coercitivos es una medida excep-
cional, que sólo podrá ser admitida por indicación del faculta-
tivo y durante el tiempo mínimo imprescindible, debiéndose en
todo momento respetar la dignidad de la persona, y dándose
traslado a la autoridad judicial.

4. No será de aplicación el régimen disciplinario del Regla-
mento Penitenciario.

5. Se deberá establecer una programación general de acti-
vidades rehabilitadoras.

6. Se establecerá un régimen de comunicaciones con el ex-
terior.

La Administración Penitenciaria solicitará la colaboración
necesaria de otras Administraciones Públicas con competencia
en la materia para que el tratamiento psiquiátrico de los inter-
nos continúe, si es necesario, después de su puesta en libertad
y para que se garantice una asistencia social postpenitenciaria
de carácter psiquiátrico, así como para que los enfermos cuya
situación personal y procesal lo permita, puedan ser ingresados
en los programas de rehabilitación y en las estructuras inter-
medias existentes en el modelo comunitario de atención a la
salud mental (artículo 185. 2 del Reglamento Penitenciario).

2.3.5. Establecimientos o Departamentos Mixtos

Con carácter excepcional, el Centro Directivo, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 16 a) de la LOGP podrá,

para ejecutar programas específicos de tratamiento o para evi-
tar la desestructuración familiar, establecer para grupos deter-
minados de población penitenciaria, Centros o Departamentos
mixtos, donde indistintamente puedan ser destinados hombres
y mujeres (artículo 168 del Reglamento Penitenciario).

En todo caso, y salvo que razones de tratamiento, clasifi-
cación, seguridad o el buen orden del establecimiento lo hagan
desaconsejable, se fomentará la plena convivencia de los cón-
yuges que se encuentren privados de libertad. 

2.3.6. Unidades de Madres

De acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Regla-
mento, la Administración penitenciaria dispondrá para los me-
nores y sus madres de Unidades de Madres (artículo 178 del Re-
glamento Penitenciario).

Con relación a las internas con hijos menores clasificadas en
tercer grado, la Junta de Tratamiento de la prisión podrá aprobar
un horario adecuado a sus necesidades familiares con el fin de
fomentar el contacto con los hijos en el ambiente familiar, pu-
diendo pernoctar en el domicilio e ingresar en el establecimien-
to durante las horas diurnas.

El Centro Directivo podrá autorizar, a propuesta de la Junta
de Tratamiento, que las internas clasificadas en tercer grado de
tratamiento con hijos menores, sean destinadas a Unidades De-
pendientes exteriores, donde éstos podrán integrarse plenamen-
te en el ámbito laboral y escolar.

3. DERECHO COMPARADO21

Diversos países de nuestro entorno han venido adoptando,
desde hace años, medidas para evitar que la privación de liber-
tad, mediante internamiento en un centro cerrado, sea la única
solución que el moderno Derecho Penal ofrezca para el cum-
plimiento de la sanción que la comisión de los ilícitos tipifica-
dos debe conllevar. Si en este apartado vamos a realizar un bre-
ve estudio de nuestros más próximos vecinos europeos, debe-
mos señalar que la discusión sobre las alternativas a la prisión
encuentra también un fuerte componente en el mundo latinoa-
mericano, donde conceptos como la pena multa, el sistema día-
multa, la multa para reparar daño, el arresto de fin de semana,
la realización de trabajos de utilidad pública, la libertad a prue-
ba, y un largo etcétera, han sido objeto de múltiples estudios, e
incluso Códigos como el Mexicano, las contemplan desde hace
más de sesenta años22.

3.1. ITALIA

Desde 1981 la legislación italiana permite nuevas modali-
dades de sustitución de penas cortas de privación libertad:

Semidetención. Consisten en permanecer diez horas diarias
en una Institución Penitenciaria, próxima al lugar de residencia
del condenado.

Libertad controlada. Puede sustituir a penas no superiores
a tres meses, aunque su duración será del doble de la sustitui-
da. Los servicios de asistencia social serán los encargados del
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control y asistencia, debiendo el condenado presentarse una
vez al día en dependencias policiales.

Pena pecuniaria. Se tiende a sustituir las penas de prisión
inferiores a un mes por penas de multa. La Corte Constitucio-
nal declaró inconstitucional la conversión de las penas pecu-
niarias no satisfechas por insolvencia del penado en pena pri-
vativa de libertad.

En los tres casos el Juez tiene una gran discrecionalidad, con
el límite de que no puede aplicarlas a sujetos con antecedentes
y debe concretarse en un número determinado de delitos.

El trabajo sustitutorio. Se establece con carácter muy res-
tringido, necesitando la petición expresa del condenado.
Consiste en la prestación de una actividad no retribuida, en fa-
vor de la colectividad, bien bajo la supervisión de organismos
públicos o privado concertados. Se desarrolla en el ámbito de
la provincia de residencia del condenado, al menos un día por
semana. El encargado de supervisar su ejecución es el «Magis-
trado de Vigilancia».

Asignación a prueba al servicio social. Se trata de una ver-
dadera medida de tratamiento alternativa a la privación de li-
bertad, consistente en asignar al condenado a un servicio so-
cial, fuera del establecimiento penitenciario, por un periodo de
tiempo igual a la pena a cumplir. Se limita el número de deli-
tos a los que puede ser aplicada.

Se debe crear un plan concreto para lograr la reeducación
laboral y familiar, así como para evitar la recaída en el delito.
Deberá preceder a su adoptación un período mínimo de tres
meses en prisión, a lo largo del cual se evaluarán la posibilida-
des del sujeto.

Semilibertad. Se trata también de una medida alternativa a
la privación de libertad, mediante la cual el contenido de esta
última queda atenuado por los contactos con el ambiente exte-
rior. La medida consiste en pasar parte del día fuera del esta-
blecimiento penitenciario.

3.2. FRANCIA

Trabajo de interés general. Se trata de realizar trabajos no
remunerados de duración no inferior a cuarenta horas ni superior
a doscientas cuarenta. Es necesaria la audiencia al interesado.

Existe un denominado Comité de Probation cuya finalidad
es facilitar la reinserción, evitando la cárcel, e implicando a la
colectividad social en la ejecución de las sanciones.

Se utiliza en condenados a penas de dos meses a cinco
años, siempre que el sujeto no haya sido condenado en los cin-
co años anteriores a una pena criminal (de cinco a veinte años)
o a pena de prisión sin soursis superior a cuatro meses.

La experiencia ha venido a demostrar que se producen muy
pocos casos de abandono del programa.

Sustitución por multa. Sistema de sustitución de pena de
prisión por pena pecuniaria.

Suspensión de cumplimiento con sometimiento a prueba.
El condenado sometido a prueba debe someterse a las normas
de vigilancia previstas y a las obligaciones particulares que le
imponga el propio Juez de aplicación de penas o el tribunal
sentenciador. Se aplica a penas inferiores a cinco años (con li-
mitaciones en algunos delitos), suspendiéndose la pena de pri-
sión durante plazos de tres a cinco años, siendo susceptible de
alteración, con límites nunca inferiores a dos años ni superio-
res a cinco.

Suspensión simple. Se suspende la pena por un plazo de
cinco años, sin que el condenado esté sometido a vigilancia al-
guna, y sin que se le proporcione asistencia.

3.3. ALEMANIA

Sustitución de pena corta por multa. El Juez está obligado
a suspender toda pena de prisión inferior a seis meses, pudien-
do sustituirla por una pena de multa.

Dispensa de pena. El Juez, a su libre arbitrio, puede dejar
sin efecto la pena en el caso de que las consecuencias del delito
que han recaído sobre el reo sean tan graves que sería un error
su imposición.

Renuncia de la pena por el principio de oportunidad. Co-
rresponde al Ministerio Fiscal que entiende del asunto y se pro-
duce ante la poca importancia de los hechos en sí.

Suspensión condicional con sometimiento a prueba.
Similar a la probation anglosajona. Se da siempre en delitos in-
feriores a seis meses, y normalmente también en penas hasta
un año. En casos de uno a dos años sólo se produce la suspen-
sión en casos excepcionales. Tiene una duración de cinco años,
variable según la evolución del condenado.

Durante el periodo de prueba el condenado deberá cumplir
con unas obligaciones e instrucciones, la primera con una fun-
ción reparadora y la segunda con función preventiva. Existirá
un asistente que controle el cumplimiento de las instrucciones
y obligaciones dadas al condenado.

Suspensión del resto de la pena. Libertad condicional.
Amonestación con reserva de la pena. Se pronuncia la sen-

tencia decretando la culpabilidad del reo y estableciendo la pe-
na concreta que merece éste, pero no se le impone, se le amo-
nesta. Es una sanción cuasipenal.

3.4. GRAN BRETAÑA

En el procedimiento legal británico se debe distinguir entre
el momento de declaración de la culpabilidad (conviction) y el
de emisión de la sentencia que determina la pena. Es sin duda
alguna el sistema más desarrollado de penas alternativas al in-
greso en prisión, destacando el gran número de resultados po-
sitivos en penas de control por parte de agentes de asistencia
social.

Mandamiento de servicios a la Comunidad. Se instituye
como pena sustitutiva de la privativa de libertad, siendo nece-
sario el consentimiento del delincuente. La ejecución de la pe-
na está encomendada al Juez y al servicio de vigilancia y prue-
ba, el cual interviene en la imposición de la prueba al tener que
informar al Juez sobre la personalidad y situación del acusado.

Aplazamiento del fallo. Atribución de los Tribunales para
aplazar el pronunciamiento de la Sentencia por un periodo de
seis meses, para que el Tribunal al dictar Sentencia tenga en
cuenta la conducta del individuo a partir del momento en que
se ha declarado su culpabilidad. Es necesario el consentimien-
to del reo, debiéndosele explicar al reo lo que se espera que ha-
ga durante el periodo de aplazamiento.

Trabajo de utilidad social. Sustitutorio de la pena de multa
y de la pena privativa de libertad inferior a dos años. Consiste
en la prestación de trabajo de utilidad social cuando el mismo
baste para que el sujeto no vuelva a delinquir.

Suspendend sentence. Supone el pronunciamiento de una
pena privativa de libertad que posteriormente es remitida con-
dicionalmente. Es equivalente a la condena condicional. Se
desarrolla en el ámbito judicial, ya que la otorga el Juez.

Parole. Equivalente a la libertad condicional, se desarrolla
en el ámbito penitenciario, siendo una decisión de carácter ad-
ministrativo, bajo informe de los denominados parole board. Se
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condiciona a la supervisión del asistente de libertad condicio-
nal.

Probation. Se trata de una remisión condicional con someti-
miento a vigilancia. Es necesaria la aceptación del afectado, el
cual quedará sometido a unas instrucciones concretas, debiendo
someterse a la vigilancia de un asistente. Se diferencia de la sus-
pended sentence en que en la probation el sometimiento a vigi-
lancia.

Mandamiento de Probation. Es esencialmente un aplaza-
miento del juicio, con el objetivo de obtener un cambio cons-
tructivo en la vida del afectado, debiéndose contar con su parti-
cipación activa. Puede ordenarse que se someta al delincuente a
un tratamiento individual, o que participe en trabajos de grupo
con personas adecuadas y así aumentar su sociabilidad y su base
cultural, o que viva en un lugar determinado, o bien que se so-
meta a un tratamiento médico o psiquiátrico.

4. SITUACION EN LA COMUNIDAD AUTONO-
MA DE ARAGON

4.1. DIPUTACIÓN GENERAL DE ARAGÓN

El Director General de Salud Pública de la Diputación Ge-
neral de Aragón remitió a esta Institución escrito en contesta-
ción a la solicitud de información realizada sobre la materia
objeto de este estudio, en los siguientes términos:

«En relación al expediente DI-407/1997-5 de El Justicia de
Aragón en el que se recaba información acerca de las plazas
para tratamiento de presos drogodependientes en centros espe-
cializados en la Comunidad Autónoma de Aragón, le comunico
que se vienen asumiendo hasta el momento las solicitudes que,
por sentencia judicial o por consecución del tercer grado peni-
tenciario, se dirigen a los centros especializados, tanto ambu-
latorios como en régimen cerrado, dependientes de la
Diputación General de Aragón o conveniados por la misma
con otras Instituciones o Entidades, para el cumplimiento de
penas alternativas a la prisión, siendo el número de demandas
variable y dependiente de la determinación judicial y peniten-
ciaria.

De igual manera, se atienden las demandas en centros psi-
quiátricos de la Comunidad Autónoma (en régimen ambulato-
rio o en unidades de agudos) de personas con determinación
judicial de no imputabilidad debido a alteración psíquica,
siempre que no se exija internamiento en régimen cerrado, en
cuyo caso se deriva hacia Instituciones Psiquiátricas Peniten-
ciarias.

El Departamento de Sanidad, Bienestar Social y Trabajo
no tiene suscrito ningún Convenio de Colaboración con el Mi-
nisterio de Interior o Ministerio de Justicia referido a sociali-
zación de internos de instituciones penitenciarias.»

De la referida información cabe deducir que si bien en ma-
teria de tratamiento de drogodependientes y de asistencia psi-
quiátrica, la Diputación General de Aragón ha asumido las la-
bores de atención a los presos e inimputables que se encuan-
dran en estos colectivos, e incluso en aquellos supuestos de ex-
carcelaciones en casos de grave enfermedad sin soporte fami-
liar, no ocurre lo mismo con otras labores de reinserción y ree-
ducación de penados, en las que la Administración autonómi-
ca no ha establecido mecanismo alguno de colaboración con
Instituciones Penitenciarias. Igualmente se carece de cualquier
medida tendente a la elaboración de planes conjuntos que per-
mitan la realización de trabajos en beneficio de la comunidad. 

4.2. CENTROS PENITENCIARIOS

4.2.1. Huesca

La información remitida por el Director del establecimien-
to penitenciario de Huesca nos indica que no existen Unidades
dependientes bajo control de ese centro, ni tampoco Unidades
de madres o Departamentos mixtos.

Igualmente el informe recoge que desde el día 1 de enero
de 1997 no se ha aplicado a ningún interno el artículo 182 del
Reglamento Penitenciario (Unidades extrapenitenciarias), no
se ha remitido a ningún interno a Centro o Unidades psiquiátri-
cas penitenciarias, ni se ha producido ninguna excarcelación
por enfermedad muy grave o incurable.

4.2.2. Teruel

El Centro Penitenciario de Teruel pone de manifiesto en su
informe que no existen Unidades dependientes bajo su control,
Departamentos mixtos o Unidades de madres. Asimismo indi-
ca que en la provincia de Teruel no existe ningún Centro de
deshabituación para drogodependientes.

La derivación de internos hacia Centros o Unidades psi-
quiátricas penitenciarias ha sido nula en 1996, y han sido seis
el número de excarcelaciones por enfermedad muy grave o in-
curable.

4.2.3. Daroca

El extenso informe remitido por el Director del Estableci-
miento Penitenciario de Daroca, señala que, debido a su singu-
lar situación, alejada de la capital de la provincia, le hace ina-
decuado para tener bajo su control Unidades dependientes. Ca-
rece igualmente el centro de Departamentos mixtos o Unida-
des de madres.

Sí que se han producido en los últimos años diversas deri-
vaciones de internos hacia Centros de deshabituación, en con-
creto, tres en 1995, dos en 1996 y uno a lo largo de este año. 

Mucho mayor ha sido el número de excarcelaciones realiza-
das al amparo del artículo 92 del Código Penal, por enfermedad
muy grave o incurable. En 1995 un total de quince internos fue-
ron excarcelados, once en 1996 y tres en lo que va de 1997.

El informe emitido por el Centro Penitenciario es del si-
guiente tenor literal:

«Referente a los informes solicitados en escrito de cinco de
Mayo sobre varias cuestiones relativas a las penas alternati-
vas a la prisión en la CC.AA. de Aragón, ponemos en su cono-
cimiento los siguientes extremos:

1. Unidades dependientes

Las Unidades dependientes reguladas en el artículo 165 y
siguientes del Reglamento Penitenciario, articuladas como
Unidades ubicadas fuera del Centro pero dependientes del
mismo, se orientan a los penados clasificados en tercer grado
de tratamiento para la realización de actividades formativas,
laborales ...

Teniendo en cuenta las circunstancias geográficas de este
Establecimiento que se encuentra situado a 90 km de la Capi-
tal de provincia y ubicado en un término municipal de 2.500
habitantes, las posibilidades de creación de Unidades Depen-
dientes son escasas por los motivos siguientes:
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A. Inexistencia de un número de internos de tercer grado
residentes en la Comarca de Daroca en número suficientes pa-
ra configurar una Unidad Dependiente.

B. Las posibilidades laborales y formativas se encuentran
localizadas primordialmente en Zaragoza capital, por lo que el
destino adecuado de un interno en tercer grado es el Centro
Penitenciario de Zaragoza o bien otros Centros cercanos al do-
micilio de origen.

Por lo expuesto, los internos clasificados en tercer grado
son destinados desde este Centro al Establecimiento más cer-
cano a su lugar de origen, en donde se realizan las gestiones
oportunas, si procede, para su traslado a Unidades Depen-
dientes.

2. Departamentos mixtos y unidades de madres

Desde la apertura de este Establecimiento no se han desti-
nado nunca a este Centro internas para cumplir condena, ha-
biéndose mantenido hasta la actualidad como un Centro de
cumplimiento de Hombres.

Por este motivo no existe ningún Departamento mixto ni
tampoco Unidades de Madres, regulados en los artículos 168,
178 y siguientes del Reglamento Penitenciario.

3. Cumplimiento del artículo 182 del Reglamento Penitenciario

En lo referente a Centros de Deshabituación, la actuación
continuada del Grupo de Atención al Drogodependiente supo-
ne la derivación a este tipo de Centros de aquellos internos
que lo precisan de acuerdo a su evolución tratamental y en los
que concurren los requisitos reglamentarios exigidos por el
artículo 182 del R.P.

En esta línea de actuación se ha derivado a este tipo de
Centros a tres internos en 1.995 y dos en 1.996 y uno durante
este año 97, continuándose la labor de tratamiento de drogo-
dependencias a través del G.A.D. (grupo de atención a drogo-
dependientes), labor que se ha visto potenciado a raíz del ini-
cio del programa de Mantenimiento con Metadona a finales
del pasado año.

Las entidades que han colaborado en esta materia con este
Establecimiento son las siguientes:

— Centro Visión (Zaragoza).
— Centro Oasis (Navarra).
— Centro El Frago (Zaragoza)
— Proyecto Hombre (Zaragoza)
Dado que el tratamiento de los problemas derivados de la

drogodependencia es uno de los objetivos prioritarios de este
Centro, en el futuro seguirán incrementándose las actuaciones
encaminadas a que la población reclusa reciba el más com-
pleto tratamiento en esta materia, derivándose a Centros de
Deshabituación a todos los internos que lo precisen.

4. Remisión a unidades psiquiátricas

El procedimiento que se sigue en este Establecimiento es el
siguiente:

A. Periódicamente se realiza una visita por parte de un Psi-
quiatra del Hospital Provincial de Nuestra Sra. de Gracia de
Zaragoza (aproximadamente cada dos meses) que pasa con-
sulta a la población reclusa.

B. Además, cuando se detecta un caso en el que es necesa-
ria una atención hospitalaria, se procede a remitir al interno
a dicho Hospital a consulta externa o ingreso si procede.

C. Si los informes emitidos por el citado Hospital aconse-
jan su remisión a Unidad Psiquiátrica, se realizan las gestio-
nes oportunas para el ingreso del interno.

Recientemente sólo se ha producido un ingreso de estas
características en Unidad Psiquiátrica Penitenciaria en el
año 1.995.

Dada la estrecha colaboración existente con el Hospital Nª.
Sra. de Gracia, en el futuro continuará potenciándose la aten-
ción a los internos del Centro.

5. Excarcelación por enfermedades muy graves e incurables

Recientemente, el número de excarcelaciones por enferme-
dades muy graves o incurables, en aplicación del artículo 92
del C.P., ha sido el siguiente:

— 1995: un total de quince internos.
— 1996: un total de once internos.
Asimismo en lo que va de este año se ha procedido a excar-

celar por este concepto a tres internos.
El problema principal que presentan estas excarcelaciones

es el de la posterior acogida que permita una adecuada evolu-
ción de la enfermedad y la debida atención.

A este respecto las dos vías de actuaciones son las siguientes:
A. Acogida familiar gestionada a través de los Servicios

Sociales del Centro; este sistema es utilizado en la mayoría de
los casos.

B. Acogida por instituciones extrapenitenciarias.
La derivación del interno a alguna de estas instituciones se

produce cuando no existe una adecuada acogida familiar, si-
tuación que se da en un número mínimo de casos.

Hasta la fecha, las entidades que han colaborado en la
acogida de internos en esta situación son las siguientes:

— Asociación AMBIT (Valencia).
— Centro de acogida «Las Casitas» (dependiente de la

D.G.A. en Zaragoza).
— Casa de acogida «Juan Bonal» (privada, situada en Za-

ragoza).
— Fundación de San José de los hermanos de San Juan de

Dios (Hospital de Madrid).
En otro orden de cosas, también se produce la colabora-

ción con diferentes entidades no sólo en cuanto a aplicación
del artículo 182 del Reglamento Penitenciario y excarcelacio-
nes por enfermedad, sino asimismo en cuanto a la acogida de
internos para el disfrute de permisos de salida, siendo las enti-
dades que colaboran las siguientes:

— Cáritas Diocesana de Zaragoza.
— Asociación AMBIT (Valencia).
— Horizontes Abiertos (Madrid).
— Asociación Fraterno Cristiana de Ayuda a los Presos (Al-

corcón —Madrid—).
— Cruz Roja Zaragoza.
— Casal de Pau (Valencia).
En conjunto, entra dentro de los objetivos prioritarios de

este Establecimiento la potenciación de todas aquellas actua-
ciones ya iniciadas y que se han detallado anteriormente, así
como abordar si fuese necesario nuevas actuaciones, en otros
campos como las Unidades Dependientes y otras, todo ello con
el fin de reeducación y reinserción social recogido en la Cons-
titución, la Ley Orgánica General Penitenciaria y el Regla-
mento Penitenciario.»
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4.2.4. Zaragoza

El Establecimiento Penitenciario de Zaragoza carece de Unida-
des dependientes, Departamentos mixtos o Unidades de madres.

Ocho son los internos clasificados en tercer grado que en la
actualidad se encuentran en Centros terapéuticos de deshabi-
tuación y tres están en Sección Abierta en fase de acogida en
dichos Centros. A lo largo del presente año, ningún interno ha
sido remitido a Centros o Unidades psiquiátricas penitenciarias.

Las excarcelaciones por aplicación del artículo 92 del Códi-
go Penal y 196.2 del Reglamento Penitenciario, es decir, conce-
sión de libertad condicional por padecer enfermedades muy gra-
ves o incurables, fueron dos en 1996 y una en lo que va de 1997. 

4.3. CENTROS PSIQUIÁTRICOS

4.3.1. Hospital Psiquiátrico de Nuestra Señora del Pilar

El único Hospital Psiquiátrico de nuestra Comunidad, el
Hospital «Nuestra Señora del Pilar» de Zaragoza, dependiente
del Servicio Aragonés de Salud, cuenta en la actualidad con
treinta internos como resultado de mandamientos judiciales de
internamiento. 

La situación en el citado centro cambió notablemente tras
las Recomendaciones efectuadas al Departamento de Sanidad,
Bienestar Social y Trabajo de la Diputación General de Aragón
en el Informe del Defensor del Pueblo sobre la situación jurí-
dica del enfermo mental en España, en las que se proponía la
revisión, en colaboración con el Ministerio Fiscal y los Jueces,
de los internamientos llevados a cabo con anterioridad a la Ley
13/1983, de 24 de octubre, momento en que la Dirección del
Hospital solicitó de los órganos judiciales la revisión de los in-
ternamientos, produciéndose, previa visita de los médicos fo-
renses, diversas altas, tanto en personas que clínicamente ya no
procedía su internamiento, como en otras que por mor de la
nueva regulación legal llevaban internados más tiempo que el
correspondiente a la pena privativa de libertad que podía ha-
bérsele impuesto.

La situación material del Hospital Nuestra Señora del Pilar,
que nunca ha recibido la visita de Juez alguno, es totalmente
inadecuada para el internamiento de este tipo de internos. Ca-
rece de una Unidad especializada, dotada del adecuado perso-
nal, para estos internos que en muchos casos necesitan ser con-
finados, lo que ha sido puesto en conocimiento de la Autoridad
judicial, ante la posibilidad de fugas, que ya se han producido
en varias ocasiones.

Su situación en un entorno urbano, y la realización en la
actualidad de diversos programas para abrir el centro a la ve-
cindad, lo hacen inadecuado para la instalación de una Unidad
dedicada exclusivamente a pacientes judiciales, con las medi-
das de seguridad que ello conllevaría. 

4.3.2. Hospital Provincial Nuestra Señora de Gracia de
Zaragoza y Unidades Psiquiátricas de los Hospitales Ge-
nerales

El Servicio de Psiquiatría del Hospital Provincial de Zara-
goza se encarga de realizar visitas periódicas a los centros pe-
nitenciarios de la provincia. Además, cuando se detecta algún
caso en el que es necesaria una atención hospitalaria, se proce-
de a remitir al interno a dicho Hospital a consulta externa o in-
gresa en el mismo, si procede. Si los informes emitidos por el
citado Hospital aconsejan su remisión a Unidad psiquiátrica, se

realizan las gestiones oportunas para el ingreso del interno en
la Unidad de agudos, donde se cuenta con vigilancia policial y
suficientes medidas de seguridad. 

La Unidades Psiquiátricas de los Hospitales públicos de
nuestra Comunidad, también prestan asistencia a enfermos men-
tales remitidos por los Juzgados o por los Centros Penitenciarios.

4.3.3. Hospitales Psiquiátricos Penitenciarios

La Comunidad Autónoma de Aragón no cuenta en su terri-
torio con ningún Centro psiquiátrico dependiente de Institucio-
nes Penitenciarias, siendo trasladados los internos con afeccio-
nes mentales crónicas al Centro Penitenciario de Foncalet, en la
Comunidad Valenciana, dotado de un módulo psiquiátrico.

4.3.4. Expediente núm. DI-249/1996-3: internamiento de
enfermos mentales con reiteración de trastornos de con-
ducta

La Sociedad Aragonesa de Psiquiatría, los Servicios de
Psiquiatría de los Hospitales Miguel Servet, Clínico Universi-
tario, Hospital Provincial de Nuestra Señora de Gracia, de
Nuestra Señora del Carmen, Rey Ardid, Hospital Psiquiátrico
de Nuestra Señora del Pilar, Unidades de Salud Mental, Minis-
terio Fiscal y el Magistrado Decano de Zaragoza se han dirigi-
do a esta Institución manifestando que en diversas reuniones
que han mantenido con motivo de actuaciones multidisciplina-
res en casos específicos de enfermos mentales con reiteración
de trastornos de conducta y sometidos a procedimientos judi-
ciales, se ha planteado de forma reiterada la necesidad de crear
un centro cerrado para enfermos mentales que pueda cubrir las
necesidades básicas de este tipo de enfermos.

Existen en Aragón un número reducido de pacientes psi-
quiátricos, que presentan un comportamiento agresivo para
ellos mismos y para los demás, que no pueden ser atendidos
adecuadamente en Instituciones sanitarias, penitenciarias o de
servicios sociales. Son enfermos cuyo denominador común es
la agresividad y conflictividad.

Estos enfermos en la actualidad deambulan de la Institu-
ción penitenciaria al Servicio de Agudos de un Hospital y pos-
teriormente, al entorno familiar. La familia soporta la presión
que supone un enfermo de este tipo hasta que es denunciado
por su conducta y de nuevo pasa del Centro penitenciario al
psiquiátrico. Así, incluso hasta 10 veces en un año (estudio
puerta giratoria). La ausencia de una estructura sanitaria para
estos enfermos sitúa a las familias en una posición que no les
corresponde y para la que no cuentan con medios ni se hallan
auxiliados, produciéndose en numerosos casos un deterioro del
enfermo y de la unidad familiar.

La ausencia de un Centro cerrado de larga estancia ocasio-
na ingresos indebidos en las Unidades de Corta Estancia (Agu-
dos) de los diversos Hospitales de la Comunidad Autónoma,
que se ven obligados a admitir a estos enfermos aun cuando las
medidas de seguridad no son las idóneas, ni son las unidades
adecuadas para ellos. 

Las características del centro deberían ser las propias de un
centro cerrado con un número aproximado de 20 plazas, máxi-
ma seguridad y alta calidad asistencial. 

4.4. CENTROS DE DESHABITUACIÓN

La suspensión de las condenas no superiores a tres años, en
aquellos condenados que hubiesen cometido el hecho delictivo
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a causa de su dependencia al alcohol, drogas tóxicas, estupefa-
cientes o sustancias psicotrópicas, requiere, como específica-
mente se recoge en el artículo 87.1ª del Código Penal, el estar
sometido a tratamiento para deshabituación en un centro priva-
do o público.

El artículo 182.1 del Reglamento Penitenciario contempla
también la posibilidad de que los penados clasificados en ter-
cer grado puedan cumplir su condena mediante tratamientos
terapéuticos en centros de deshabituación.

De la información recabada por esta Institución se ha podi-
do saber que los Centros públicos o privados dedicados a este ti-
po de tratamientos en nuestra Comunidad son el Centro Visión
de Zaragoza (privado), Proyecto Hombre de Zaragoza (privado)
y Centro Terapéutico «El Frago» (dependiente de la D.G.A.).

Centro Terapéutico «El Frago»

Situado en la localidad zaragozana de El Frago, este centro
cuenta con 28 plazas para deshabituación de toxicómanos.

Dos son los tipos de internos acogidos con cumplimiento
de penas pendientes: 

1.º Con suspensión de condena: el Juez de lo Penal ofrece al
condenado la posibilidad de cumplimiento de la pena en prisión
o en el centro de deshabituación. No es una orden de ingreso al
estilo de las psiquiátricas. Aquí es necesaria la autorización del
centro que observa el cumplimento de los requisitos que se exi-
ge a cualquier otra persona a ingresar: voluntariedad, informes
previos y abstinencia previa. Se producen dos tipos de ingresos:
para cumplimientos largos, más de un año (tiempo que dura el
tratamiento) y cumplimientos cortos (de 2 a 4 meses). En el caso
de cumplimientos largos, no conclusos en el centro, el Juez de-
cide si se sigue en tratamiento ambulatorio o no. 

2.º Penados en tercer grado penitenciario remitidos por
Centros Penitenciarios: Se exige igualmente que cumplan las
condiciones de ingreso en el centro. Es la Junta de Tratamiento
del Centro Penitenciario la que autoriza el traslado, en el caso
de que se acuerde el ingreso. Caso de finalización de tratamien-
to se prosigue, normalmente, con tratamiento ambulatorio.

En los dos supuestos los internos pasan a ser como otros
residentes cualquiera del centro, incluida la posibilidad de sali-
das dentro del programa de tratamiento. No existe medida de
seguridad alguna, siendo libre cada residente de marcharse, en
cuyo caso se procede a dar cuenta al Juez.

No se percibe subvención alguna de Instituciones peniten-
ciarias, y en la actualidad, pese a existir unas cordiales relacio-
nes, no existe convenio alguno entre la D.G.A., el Ministerio
de Justicia o el Ministerio del Interior. Tan sólo con cargo al
Plan Nacional sobre Drogas, se percibe una partida presupues-
taria dedicada a tratamiento de adictos con problemas judicia-
les, incluyéndose un especialista jurídico que asesora tanto a
los internos como al personal del centro.

El nivel de ocupación es siempre alto, existiendo en mu-
chas ocasiones listas de espera.

El tratamiento, tanto para residentes judicializados como
para el resto, se prolonga con asistencia ambulatoria en el Ser-
vicio Provincial de Sanidad de la D.G.A. En este campo existe
gran colaboración con Instituciones Penitenciarias, dado que
aquellos reclusos con tratamiento de metadona que disfrutan de
permiso, continúan dicho tratamiento en el Servicio Provincial
de Sanidad. Lo mismo ocurre con los penados que son excar-
celados y deben continuar con su tratamiento, incluyéndose a
los menores que el Juez de Menores indica su seguimiento. 

4.5. CENTROS PARA EXCARCELADOS POR GRAVE ENFERMEDAD

En aplicación del artículo 196.2 del nuevo Reglamento Pe-
nitenciario se vienen produciendo en los Centros Penitencia-
rios radicados en Aragón excarcelaciones por concesión de li-
bertad condicional en supuestos de enfermedades muy graves
o incurables.

En el reciente estudio realizado por el Defensor del Pueblo
sobre el estado de las prisiones, se recoge el grave problema
existente en las cárceles españolas por el creciente aumento de
internos con la enfermedad del sida. Se insiste en que debe ser
prioritario el derecho a la vida de los internos gravemente en-
fermos. En este sentido las Asociaciones de Apoyo a Presos han
venido manifestado la necesidad de excarcelación de todos los
internos que padezcan alguna enfermedad grave e incurable23.

Estos excarcelados suelen reintegrarse en su unidad fami-
liar, pero existen supuestos en que es imposible esta reinser-
ción al carecer de un soporte familiar adecuado. En estos su-
puestos la Asistencia Social Penitenciaria gestiona el ingreso
en centros públicos o privados, a los que son enviados los en-
fermos.

En la Comunidad Autónoma de Aragón existen dos de estos
centros, en concreto: Centro de Acogida «Las Casitas» (con-
certado con la D.G.A.) y la Casa de Acogida «Juan Bonal» (cen-
tro privado dependiente de una entidad religiosa sin convenio al-
guno).

Centro de Acogida «Las Casitas».

En la visita girada por Asesores de esta Institución al Cen-
tro de Acogida «Las Casitas» se informó, por parte de las Her-
manas de la Orden de San Vicente de Paúl, propietarias del mis-
mo, de la existencia de un Convenio con la Diputación General
de Aragón para la acogida de enfermos terminales de sida. En
este campo son remitidos también por parte de los Servicios So-
ciales Penitenciarios internos excarcelados por padecimiento de
la enfermedad del sida. 

Instituciones Penitenciarias no contribuye con subvención
alguna al mantenimiento del centro, ni cubre gasto alguno de
los enfermos remitidos.

En la actualidad no existen problemas de listas de espera.
Dadas las características del centro, sin dotación alguna de
medidas de seguridad, la permanencia en él de los penados re-
mitidos es totalmente voluntaria, sin coacción alguna por parte
de los encargados de la institución religiosa, lo que lleva a que
en muchos casos se produzcan fugas, o altas voluntarias (la me-
dia de permanencia de este tipo de enfermos es de dos meses)
de los ingresados, lo que siempre es puesto en conocimiento de
Instituciones Penitenciarias, siendo normal las visitas de perso-
nal penitenciario a las instalaciones del centro. Los excarcela-
dos remitidos lo son tanto de Centros penitenciarios de Aragón
como de otras Comunidades. Siendo un requisito fundamental
para su admisión el que no sean toxicómanos activos. Suelen
ser enviados enfermos con adicción a las drogas, lo que genera
gran cantidad de problemas en el régimen interno.

La propietarias del centro han manifestado a esta Institu-
ción que los Establecimientos Penitenciarios suele remitir en-
fermos conflictivos en lugar de otros que, pese a encontrarse
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con la enfermedad más avanzada, les ocasionan menos proble-
mas en el interior del centro.

Solicitudes tramitadas desde distintos Centros Penitencia-
rios para personas a las que se aplica la excarcelación por en-
fermedad grave presentadas para ingreso en el Centro de Aco-
gida «Las Casitas» en el periodo comprendido entre los años
1992 al 1996:

Solicitudes Admitidos Denegados
presentadas

C.P. de ZARAGOZA 4 2 2

C.P. de DAROCA 6 4 2

C.P. de HUESCA 1 — 1

C.P. de TERUEL 6 1 5

C.P. de LOGROÑO 5 2 3

C.P. de VITORIA 3 2 1

C.P. de BURGOS 1 — 1

C.P. de MADRID 1 1 —

C.P. de ALBACETE 1 1 —

C.P. de ZAMORA 2 1 1

C.P. de SEVILLA 1 — 1

T O T A L 31 14 17

CONCLUSIONES

Primera.— El marco legal vigente en España, en especial
el nuevo Código Penal, la Ley Orgánica General Penitenciaria
y el Reglamento Penitenciario, ofrecen medidas alternativas a
las penas privativas de libertad, cuya aplicación supondría pro-
fundizar en los principios constitucionales de reeducación y
reinserción social de los condenados, mediante medidas de tra-
tamiento especializadas y penas que no supusieran el desarrai-
go social del delincuente (en especial del primario).

Segunda.— Los Establecimientos penitenciarios existen-
tes en la Comunidad Autónoma de Aragón no han desarrolla-
do los instrumentos alternativos a la prisión, creados por el Re-
glamento Penitenciario para la individualización en la ejecu-
ción del tratamiento penitenciario, no existiendo en todo el te-
rritorio aragonés Centros de inserción social, Unidades depen-
dientes para penados de tercer grado, Unidades extrapeniten-
ciarias para drogodependientes o de educación especial, Uni-
dades psiquiátricas penitenciarias, Departamentos mixtos o
Unidades de madres.

Tercera.— La Diputación General de Aragón viene cola-
borando con Instituciones Penitenciarias en materia de inter-
namientos por orden judicial de personas inimputables por ra-
zones psíquicas, así como en los casos de penados con drogo-
dependencias, para lo que se actúa tanto con medios propios,
como mediante Convenios con instituciones privadas.

Los mismo ocurre con aquellas personas para las que judi-
cialmente se decide la suspensión de la pena, sustituyéndola
por tratamiento en un centro de deshabituación para drogode-
pendientes. 

Sin embargo, no existe Convenio alguno entre los Departa-
mentos de la Diputación General de Aragón con competencias
en esta materia y el Ministerio de Interior o de Justicia que dé
cobertura a esta relación interinstitucional.

Cuarta.— La Comunidad Autónoma de Aragón carece de
una Unidad adecuada para el internamiento de enfermos psí-
quicos por orden judicial, utilizándose en la actualidad las ina-

decuadas instalaciones del Hospital Psiquiátrico de Nuestra
Señora del Pilar de Zaragoza para los internos crónicos, y las
Unidades de Psiquiatría de los Hospitales Generales de la Co-
munidad, para el tratamiento ambulatorio, y para los casos de
pacientes, penados o a disposición judicial, de tipo agudo.

Quinta.— No existe convenio alguno entre el Ministerio
del Interior, el Ministerio de Justicia y la Diputación General
de Aragón que, desde una perspectiva integral, pueda facilitar
el cumplimiento de la pena alternativa de trabajos en beneficio
de la comunidad.

Sexta.— Recientemente la Federación Española de Munici-
pios y Provincias ha firmado un Convenio con el Ministerio del
Interior a fin de establecer los instrumentos adecuados para la
gestión del cumplimiento de las penas de trabajo en beneficio de
la comunidad en el ámbito de la Administración local, aunque
todavía no se han producido medidas concretas para su puesta
en práctica.

RESOLUCIONES

Primera.— Remitir el presente informe al Excmo. Defen-
sor del Pueblo para que, previo su estudio, y si lo estima con-
veniente, inste a los Ministerios de Justicia e Interior, a la adop-
ción de las medidas necesarias para la aplicación efectiva de las
alternativas a la pena de prisión previstas en nuestro ordena-
miento jurídico, en la Comunidad Autónoma de Aragón, me-
diante la dotación de los medios personales y materiales opor-
tunos y la firma de Acuerdos o Convenios con la Administra-
ción Autonómica, Municipal, Entidades Públicas o Privadas y
Asociaciones u Organizaciones de carácter asistencial.

Segunda.— Realizar SUGERENCIA FORMAL al Excmo.
Presidente de la Diputación General de Aragón a fin de que por
la Administración de la Comunidad Autónoma se inicien los es-
tudios y gestiones necesarias para la firma de un Convenio de
Colaboración entre la Diputación General de Aragón y los Mi-
nisterios de Justicia e Interior que, desde una perspectiva inte-
gral, facilite el cumplimiento de la pena alternativa de trabajos
en beneficio de la comunidad.

Tercera.— Realizar SUGERENCIA FORMAL al Depar-
tamento de Sanidad, Bienestar Social y Trabajo de la Diputa-
ción General de Aragón para que proceda a la suscripción de
los Convenios que sean necesarios con la Administración Pe-
nitenciaria, a fin de dar cobertura a la actual colaboración exis-
tente en materia de tratamiento de deshabituación de presos y
penados drogodependientes. 

Cuarta.— Realizar SUGERENCIA FORMAL a todas las
Administraciones Públicas con competencia en materia de asis-
tencia psiquiátrica (Insalud, Servicio Aragonés de la Salud,
Departamento de Sanidad, Bienestar Social y Trabajo de la Di-
putación General de Aragón, Diputaciones Provinciales) para
que, en colaboración con los Ministerios de Justicia e Interior,
se promueva la creación de una Unidad o Centro Cerrado de in-
ternamiento para enfermos mentales con reiteración de trastor-
nos de conducta y sometidos a procedimientos judiciales, que
acabe con la actual problemática que ocasiona la ausencia del
mismo y que obliga al traslado de enfermos a otra Comunidad
Autónoma.

Quinta.— Remitir el presente informe al Excmo. Ministro
del Interior, a la Excma. Ministra de Justicia, al Excmo. Presi-
dente de las Cortes de Aragón, a los Grupos Parlamentarios de
las Cortes de Aragón, al Excmo. Consejero de Presidencia y
Relaciones Institucionales de la D.G.A., al Ilmo. Director Ge-
neral de Instituciones Penitenciarias, al Director General del
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Servicio Aragonés de Salud, a los Directores Provinciales de
Insalud en Aragón, a los Presidentes de las Diputaciones Pro-
vinciales en Aragón y al Presidente de la Federación Española
de Municipios y Provincias.

Zaragoza, 23 de junio de 1997.

El Justicia de Aragón
JUAN BAUTISTA MONSERRAT MESANZA

Informe especial del Justicia de
Aragón sobre el acceso al mercado
de trabajo de las personas con mi-
nusvalía.
PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGON

La Mesa de las Cortes de Aragón, en sesión celebrada el día
2 de julio de 1997, ha conocido el Informe especial presentado
por el Justicia de Aragón sobre el acceso al mercado de trabajo
de las personas con minusvalía.

De conformidad con lo establecido en el artículo 9 del Re-
glamento de organización y funcionamiento del Justicia de Ara-
gón, ha ordenado su publicación en el Boletín Oficial de las Cor-
tes de Aragón.

Zaragoza, 2 de julio de 1997.

El Presidente de las Cortes
EMILIO EIROA GARCIA

SUMARIO

Introducción
A. Definición y reconocimiento de minusvalía
B. Formación Profesional Ocupacional
C. Reserva de puestos de trabajo
D. Fomento de la Contratación de trabajadores minusválidos
E. Constitución en Autónomos
F. Centros Especiales de Empleo
G. Tratamiento Fiscal

INTRODUCCION

Ante el deterioro progresivo del empleo y el crecimiento
del número de personas que sufren situación de desempleo en
la sociedad española, se ha impuesto la adopción de medidas
que permitan incentivar la integración laboral de aquellos co-
lectivos cuyas cifras de paro resultan elevadas, es mayor el
tiempo de permanencia en situación de desempleo y encuen-
tran especiales dificultades de inserción en el mercado laboral. 

La Constitución Española, en su artículo 49, establece que
los poderes públicos realizarán un política de previsión, trata-
miento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos,
sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la atención espe-
cializada que requieran y los ampararán especialmente para el
disfrute de los derechos que la misma otorga a todos los ciu-
dadanos.

En virtud de ello, el ordenamiento jurídico vigente ha
considerado preciso realizar un esfuerzo económico y de

solidaridad para hacer efectivo respecto de los minusválidos
el derecho al trabajo que para todos los españoles, sin discri-
minación, reconoce y garantiza el artículo 25 de la Constitu-
ción Española.

Debido a las numerosas consultas realizadas en esta Insti-
tución —tanto por empresarios como por asociaciones de per-
sonas con minusvalía— se ha detectado un desconocimiento
de las medidas que el citado ordenamiento jurídico ha arbitra-
do para paliar la especial dificultad de acceso al mercado labo-
ral de estos ciudadanos.

El Justicia de Aragón ha considerado oportuno realizar este
Informe especial cuyo objetivo es difundir determinadas medi-
das —establecidas tanto en la normativa estatal como autonó-
mica— para facilitar su integración en el mundo laboral, con-
cretamente:

— Acciones de formación profesional ocupacional.
— Medidas de reserva de puestos de trabajo, obligatorias

para todas las empresas de una determinada dimensión.
— Medidas de reserva de fomento de su contratación en

empresas ordinarias, mediante concesión de subvenciones.
— Ayudas especiales destinadas a los minusválidos desem-

pleados que deseen constituirse como autónomos.
— Medidas alternativas dirigidas a los minusválidos que,

debido al grado de su minusvalía, no puedan ejercer una acti-
vidad laboral en las condiciones habituales. Se prevé su con-
tratación en centros especiales de empleo.

Finalmente, haremos alusión a las medidas protectoras en
el ámbito fiscal.

A. DEFINICION Y RECONOCIMIENTO DE MINUS-
VALIA1

Se entiende por minusválido toda persona cuyas posibili-
dades de integración educativa, laboral o social se halle dismi-
nuida como consecuencia de una deficiencia, previsiblemente
permanente, de carácter congénito o no, en sus capacidades fí-
sicas, psíquicas o sensoriales.

A efecto de la medidas protectoras recogidas en este in-
forme, se consideran en la situación descrita las personas en
edad laboral —16 años— afectadas, como mínimo, por una
disminución de su capacidad física , psíquica o sensorial del
33% que les impide obtener o conservar un empleo adecuado
a causa de dicha limitación.

El grado de minusvalía expresado en porcentaje, se deter-
mina mediante la valoración tanto de la discapacidad física,
psíquica o sensorial del minusválido como de los factores so-
ciales complementarios que le afecten.

Tanto la valoración de la discapacidad como de los facto-
res sociales complementarios se realiza conforme a las tablas
y baremos establecidos en la Orden Ministerial de 8 de marzo
de 1984.

En la Comunidad Autónoma de Aragón, tal situación ha de
ser reconocida por los Directores Provinciales del Instituto
Aragonés de Servicios Sociales, previo informe de los equipos
multiprofesionales calificadores (actualmente los equipos de
valoración y orientación).
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B. FORMACION PROFESIONAL OCUPACIONAL2

El Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional com-
prende un conjunto de acciones de formación profesional ocupa-
cional dirigidas a los trabajadores desempleados, para propor-
cionarles cualificaciones requeridas por el sistema productivo e
insertarles laboralmente cuando los mismos carezcan de forma-
ción profesional específica o su cualificación resulte insuficien-
te o inadecuada.

En las acciones del citado Plan, los minusválidos desem-
pleados son considerados como beneficiarios preferentes .

La selección de los alumnos —entre los candidatos prese-
leccionados por las Direcciones Provinciales del Instituto Na-
cional de Empleo— se realiza por los responsables de impartir
las acciones de formación. En el caso de Comunidades Autó-
nomas que han asumido el traspaso de la gestión del Plan Na-
cional se sigue el procedimiento establecido en los respectivos
convenios de colaboración por los que se desarrollan los acuer-
dos de traspaso de la gestión de la formación profesional ocu-
pacional.

Por su asistencia a las acciones formativas tiene derecho,
además de las ayudas de transporte, manutención y alojamien-
to, a percibir una beca.

C. RESERVAS DE PUESTOS DE TRABAJO3

El principio de libertad, que el empresario tiene para elegir
sus trabajadores, viene limitado por medidas de reserva a favor
de trabajadores minusválidos.

Así, las empresas —públicas o privadas— que empleen un
número de trabajadores fijos que exceda de 50, están obligadas
a emplear un número de trabajadores minusválidos no inferior
al 2% de la plantilla, entre los que se encuentren inscritos co-
mo tales en el correspondiente registro de trabajadores minus-
válidos de la oficina de empleo.

En las pruebas selectivas para el ingreso en los Cuerpos de
la Administración del Estado, Comunidades Autónomas, Ad-
ministración Local, Institucional y de la Seguridad Social, se-
rán admitidos los minusválidos en igualdad de condiciones con
los demás aspirantes. Las condiciones personales de aptitud
para el ejercicio de las funciones correspondientes se acredita
en su caso mediante dictamen vinculante expedido por el equi-
po multiprofesional competente que debe ser emitido con an-
terioridad a la iniciación de las pruebas selectivas.

Dentro del primer trimestre de cada año, las empresas que
se hallen en las condiciones mencionadas, han de comunicar, a
la Oficina de Empleo del Instituto Nacional de Empleo de la
provincia en que tengan su sede social, así como a las de las
provincias donde tengan centros de trabajo, relación detallada
de los puestos de trabajo ocupados por trabajadores minusváli-
dos y de aquellos que, por sus características, queden reserva-
dos a los mismos.

La reserva del 2% se refiere, no a la totalidad de la planti-
lla, sino sólo a la plantilla de trabajadores fijos de cada momen-
to. De esta forma, si la plantilla sufre variaciones, la empresa
debe adaptar el número de puestos reservados a los mismos.

Finalmente señalar que en los convenios colectivos pueden
establecerse puestos de trabajo reservados a minusválidos.
Ahora bien es preciso recalcar que se considera nula cualquier
cláusula que suponga —en contra de estos trabajadores— dis-
criminación en el empleo en materia de retribuciones, jornadas
y demás condiciones de trabajo.

D. FOMENTO DE LA CONTRATACION DE TRABA-
JADORES MINUSVALIDOS4

Se adoptan diferentes medidas para fomentar la contrata-
ción de trabajadores minusválidos en empresas ordinarias. Ta-
les medidas5 se conceden en los siguientes supuestos:

a) Contratación temporal6

Durante 1997 se fomenta la contratación temporal de tra-
bajadores desempleados minusválidos, cualquiera que sea su
situación laboral anterior, sin que sea necesario el requisito
previo de ser beneficiarios de las prestaciones por desempleo
ni estar previamente inscritos durante un tiempo determinado
como demandantes de empleo.

Los requisitos que hay que reunir para poder realizar tales
contrataciones son:

— Formalizar el contrato por escrito en modelo oficial fa-
cilitado por el Instituto Nacional de Empleo.

— No haber amortizado puestos de trabajo por causa obje-
tiva, despido improcedente o expediente de regulación de em-
pleo, con posterioridad al 1 de enero de 1994.

Las contrataciones celebradas a jornada completa con tra-
bajadores minusválidos darán lugar a una reducción de la cuo-
ta empresarial a la Seguridad Social por contingencias comu-
nes del 75% a las empresas cualquiera que sea el número de
trabajadores en su plantilla. La reducción anterior se eleva al
100% para el primer trabajador contratado por empresas, cual-
quiera que sea su forma jurídica, que no tengan trabajador al-
guno a su servicio desde el 1 de enero de 1994.

Se pierde automáticamente el derecho a la reducción de cuo-
tas en caso de producirse amortización de puesto de trabajo por
causas objetivas, despido improcedente o expediente de regula-
ción de empleo, durante la vigencia del contrato concertado al
amparo de esta medida de fomento del empleo, debiendo ingre-
sar a partir de que se produzca dicha amortización la cuota esta-
blecida con carácter general.

La duración de estos contratos no puede ser inferior a doce
meses ni superior a tres años. Si se concierta por periodo infe-
rior al máximo pueden prorrogarse antes de su terminación por
periodos de tiempo no inferiores a doce meses.

A la terminación del contrato7, el trabajador tiene derecho
a percibir una compensación económica equivalente a doce días
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2 Real Decreto 631/1993, arts. 1, 5 y 6.

3 Estatuto de los Trabajadores, art. 17; Ley 13/1982, arts. 38 y siguien-
tes; Real Decreto 1451/1983, arts. 4 y siguientes.

4 Ley 13/1982, art. 38.4; Real Decreto 1451/1983, arts. 7 y siguientes;
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5 Nota: en lo no previsto de forma específica en las disposiciones que
regulan las ayudas para la contratación de trabajadores minusválidos se
aplica el Real Decreto 2225/1993, Reglamento de Subvenciones.

6 Real Decreto 1451/1983, art. 13; Real Decreto 2317/1993, art. 7.2;
Estatuto de los Trabajadores, disposición adicional 2.ª; Ley 42/1994,
art. 44; Ley 13/1996, disposición adicional 6.ª.

7 Si estos contratos se transforman en indefinidos la empresa tiene dere-
cho a una serie de beneficios.



de salario por año de servicio. Dicha compensación económica
no es cotizable debido a su naturaleza indemnizatoria.

Finalmente señalar que los contratos formativos celebra-
dos con trabajadores minusválidos gozan de los beneficios si-
guientes:

— Las empresas que contraten en prácticas por tiempo com-
pleto a trabajadores minusválidos tienen derecho a una reduc-
ción del 50% de la cuota empresarial de la Seguridad Social co-
rrespondiente a contingencias comunes.

— Las empresas que celebren contratos de aprendizaje tie-
nen derecho a una reducción del 50% en la cuota empresarial
de Seguridad Social prevista para estos contratos. Además los
trabajadores minusválidos contratados en aprendizaje no se
computan para determinar el número máximo de aprendices
que las empresas pueden contratar en función de su plantilla.

b) Contratación indefinida8

Ambito estatal

Las ayudas que pueden concederse por la contratación in-
definida, o conversión de los contratos temporales en indefini-
dos de trabajadores minusválidos, son las siguientes:

a) Subvenciones de 500.000 ptas. por cada contrato de tra-
bajo celebrado con trabajadores minusválidos.

b) Bonificaciones en la cuota empresarial a la Seguridad
Social por todas las contingencias, incluidas la cuota de acci-
dentes de trabajo y enfermedades profesionales y las cuotas de
Desempleo, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesio-
nal del:

— 70% en el caso de contratos de trabajadores minusváli-
dos menores de 45 años.

— 90% en el caso de contratos de trabajadores minusváli-
dos mayores de 45 años.

c) Ayudas para facilitar la formación o reconversión profe-
sional de los trabajadores minusválidos contratados.

d) Subvenciones destinadas a la adaptación de puestos de
trabajo o dotación de medios de protección personal necesa-
rios, para evitar accidentes laborales a los trabajadores minus-
válidos contratados, ya sea a solicitud de la empresa o del pro-
pio trabajador. Estas ayudas son compatibles con las anteriores
mencionadas.

Los requisitos9 para poder acogerse a los beneficios seña-
lados:

a) Las empresas deben contratar a los trabajadores minus-
válidos mediante contratos por tiempo indefinido y a jornada
completa.

b) Los trabajadores minusválidos a contratar deben ser so-
licitados de la correspondiente oficina de empleo y deben estar
en posesión del correspondiente certificado de minusvalía.

c) En el caso de empresas de nueva creación, los trabaja-
dores minusválidos a contratar no pueden superar el 51 % del
total de la plantilla de la empresa. Esta regla no se aplica si el
único trabajador de la empresa va a ser el minusválido que se
pretende contratar.

d) Las empresas beneficiarias están obligadas a mantener la
estabilidad en el empleo de los trabajadores minusválidos con-
tratados durante un periodo mínimo de tres años, no pudiendo

despedir a estos trabajadores, durante dicho periodo sin causa
justificada.

En el caso de despido procedente, deben sustituir al traba-
jador despedido por otro que reúna los requisitos establecidos,
no dando ello derecho a una nueva subvención sino, solamen-
te, al mantenimiento de la bonificación a la Seguridad Social.

e) Los beneficiarios deben acreditar estar al corriente de
sus obligaciones tributarias y de Seguridad Social y, además
las Cooperativas de Trabajo Asociado y las empresas deben
acreditar estar en alta en el impuesto de actividades económi-
cas y tener asignado código de cuenta cotización.

f) Han de facilitar la documentación que les sea requerida
y someterse a los controles financieros.

En la tramitación10 se exigen diferentes formalidades se-
gún el tipo de ayuda solicitada:

a) Subvenciones y bonificaciones a la contratación. Hay
que distinguir los siguientes pasos:

1. Obligaciones de las empresas para iniciar la tramitación:
— Las empresas que deseen acogerse a las subvenciones y

bonificaciones establecidas, deben presentar en la oficina de
empleo una oferta de empleo, en la que ha de constar la des-
cripción detallada del puesto de trabajo, sus características téc-
nicas, la capacidad requerida del trabajador, la plantilla de la
empresa y el número de trabajadores minusválidos existentes.

— Las empresas que sean de nueva creación deben pre-
sentar, además un proyecto y memoria de la empresa, con ex-
plicación de las características del proceso productivo.

— En el caso que las ayudas se soliciten después de reali-
zada la contratación, la empresa debe aportar el contrato de tra-
bajo en modelo oficial, la solicitud de alta del trabajador en el
régimen correspondiente de Seguridad Social y el certificado
de minusvalía del mismo.

2. Para resolver la solicitud, la Dirección Provincial del
Instituto Nacional del Empleo, ha de recabar los siguientes in-
formes:

— Del equipo multiprofesional sobre la adecuación del
puesto de trabajo a las minusvalías de los trabajadores que se
encuentren inscritos en las oficinas de empleo.

— En el caso de empresas de nueva creación, de la autori-
dad laboral sobre viabilidad económica y técnica del proyecto.

3. Corresponde a los Directores Provinciales del Instituto
Nacional de Empleo —por delegación del Director General—
resolver sobre la concesión de las ayudas. Contra la resolución
de la concesión, puede interponerse recurso ordinario ante el
Ministro de Trabajo y Seguridad Social.

Para ello, la empresa ha de presentar la siguiente docu-
mentación: contrato de trabajo debidamente formalizado en
modelo oficial o, acuerdo de admisión de socio, en caso de in-
corporación a cooperativas; parte de alta en el régimen corres-
pondiente de la Seguridad Social y certificado de minusvalía.

4. Presentada la anterior documentación, se procede al
abono de las subvenciones.

5. Posteriormente, durante tres años desde la fecha de la
concesión, los beneficiarios deben remitir al Instituto Nacional
de Empleo anualmente, una relación de los trabajadores por los
que se le concedió la ayuda y su permanencia en la empresa. En
caso de cese debe remitir los trabajadores que los sustituyeron.

b) Subvenciones para adaptación de puestos y dotación de
medios de protección personal.
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La tramitación de este tipo de ayudas consiste en que:
1. Las solicitudes deben formularse mediante modelo ofi-

cial, ante la oficina de empleo, en unión del contrato del tra-
bajador, el último boletín de cotización a la Seguridad Social y
el presupuesto (o factura, en su caso) del gasto en que la
empresa haya incurrido.

2. La solicitud ha de ser informada preceptivamente por la
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a fin de determinar,
con carácter vinculante, la necesidad de la adaptación o dota-
ción requerida.

3. La concesión de la subvención corresponde al Director
Provincial del Instituto Nacional de Empleo —por delegación
del Director General—. Contra dicha resolución puede inter-
ponerse recurso ordinario ante el Ministro de Trabajo y Segu-
ridad Social.

Ambito de la Comunidad Autónoma de Aragón

La contratación indefinida y a jornada completa tiene una
subvención cuyo importe básico es 500.000 ptas. o la parte pro-
porcional que corresponda en el supuesto de contratación a
tiempo parcial. Este importe básico será incrementado en
100.000 ptas. por su condición de minusválido, estableciéndo-
se un límite máximo de 700.000 ptas. cuando concurran ade-
más otros supuestos determinados en la normativa autonómica.

Los requisitos y obligaciones son los siguientes:
a) El contrato deberá formalizarse por tiempo indefinido

desde su comienzo.
b) Con relación a la plantilla anterior de las empresas bene-

ficiarias:
1. La incorporación de los nuevos trabajadores deberá su-

poner un incremento neto de plantilla de fijos, así como de
plantilla total, como mínimo equivalente al número de contra-
taciones indefinidas subvencionadas. Dicho incremento se to-
mará con respecto a la media de los doce meses inmediata-
mente anteriores, computándose a estos efectos todos los tra-
bajadores de la empresa, tanto fijos como eventuales.

2. Para las empresas de reciente creación se tomará como
referencia el periodo que lleven ejerciendo la actividad.

c) Mantener el nivel de empleo alcanzado con la contrata-
ción subvencionada durante al menos, tres años, de acuerdo al
criterio establecido en el apartado b) 1. anterior.

d) Sustituir, en caso de baja, al trabajador cuya contratación
dio lugar a la subvención por otro que reúna los requisitos que
determinaron o hubieran podido determinar la concesión, de-
biendo comunicarlo a la Dirección General de Trabajo.

e) Comunicar, en su caso, el cambio de personalidad jurí-
dica de la empresa beneficiaria.

f) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
fiscales y con la Seguridad Social.

g) No haber sido sancionado con la exclusión de acceso a
beneficios de los programas de empleo.

h) Acreditar ante la Dirección General de Trabajo el cum-
plimiento de las condiciones de la concesión y comunicar la
concesión de cualquier tipo de ayuda para la misma finalidad
procedente de otros Departamentos, Administraciones o Entes
Públicos o Privados.

i) Someterse a las actuaciones de comprobación y a facilitar
la información que le sea requerida por el Tribunal de Cuentas.

Las solicitudes se dirigirán al Director General de Trabajo.
La concesión corresponde al Director General de Trabajo

del Departamento de Sanidad, Bienestar Social y Trabajo.

Contra dicha resolución cabe interponerse recurso ordinario
ante el Consejero de Sanidad, Bienestar Social y Trabajo.

E. AYUDAS PARA LA CONSTITUCION DE LOS
MINUSVALIDOS DESEMPLEADOS EN TRABAJA-
DORES AUTONOMOS11

Ambito estatal

Se establecen diferentes ayudas para los trabajadores mi-
nusválidos desempleados que deseen constituirse como traba-
jadores autónomos :

— subvención parcial de intereses de los préstamos.
— subvención de hasta 400.000 ptas. para la inversión en

capital fijo.
Dichos trabajadores deben estar desempleados e inscritos

como demandantes en la oficina de empleo y han de cumplir
las siguientes obligaciones:

a) Presentar certificado de la oficina de empleo de estar
inscritos como demandantes; certificado de minusvalía; decla-
ración jurada de la intención de establecerse como autónomos
y memoria justificativa del proyecto junto con un plan finan-
ciero.

b) Realizar la actividad fundamento de la ayuda durante al
menos, tres años, salvo causas ajenas a su voluntad.

c) Acreditar al Instituto Nacional de Empleo, en un plazo
de tres meses, la realización del proyecto.

d) Estar al corriente de sus obligaciones fiscales y de Se-
guridad Social.

f) Facilitar información al Tribunal de Cuentas.
Las solicitudes serán dirigidas al Director Provincial del

Instituto Nacional de Empleo.
La concesión corresponde al Director Provincial del Insti-

tuto Nacional de Empleo —por delegación del Director Gene-
ral—. Contra dicha resolución puede interponerse recurso or-
dinario ante el Ministro de Trabajo y Seguridad Social 

Ambito de la Comunidad Autónoma de Aragón

Se establecen diferentes ayudas para los trabajadores mi-
nusválidos desempleados que deseen constituirse como traba-
jadores autónomos:

— Subvención por importe máximo de 400.000 ptas. para
financiar inversiones en capital fijo.

Los requisitos son los siguientes:
a) Estar desempleado e inscrito como demandante de

empleo en la correspondiente Oficina del Instituto Nacional de
Empleo y no estar dado de alta en el Impuesto sobre Activi-
dades Económicas ni en ninguno de los Regímenes de la Se-
guridad Social en el momento de presentar la solicitud.

b) Tener reconocida una minusvalía que no sea incompati-
ble con la actividad que se pretende realizar.

c) No percibir una pensión igual o superior al Salario
Mínimo Interprofesional.

— Subvención por importe máximo de 500.000 ptas. en
función del volumen de las inversiones fijas realizadas (sin su-
perar el 50 % de las mismas). Este importe básico se incremen-
ta en un 10 % cuando el trabajador sea minusválido, estable-
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ciéndose un límite de 100.000 ptas. cuando además concurran
otros supuestos establecidos en la normativa autonómica.

Los requisitos son los siguientes:
a) Estar dado de Alta en el Impuesto de Actividades Eco-

nómicas y en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos
o, en su caso, en la Mutualidad que tenga establecida el corres-
pondiente Colegio Profesional, en el momento de presentar la
solicitud.

b) Solicitar la subvención antes de que hayan transcurrido
tres meses desde la fecha de inicio de la actividad que conste
en la declaración de alta del Impuesto de Actividades Econó-
micas.

c) No tratarse de determinadas actividades comprendidas
en el Real Decreto 1175/1990, de 28 de septiembre.

d) Haber realizado inversiones en activos fijos por importe
de, al menos 800.000 ptas., sin incluir el Impuesto sobre el Va-
lor Añadido.

e) No haber obtenido subvención por el mismo concepto de
fomento de empleo autónomo en alguno de los cuatro años
anteriores a la fecha de solicitud de la subvención.

Ambas subvenciones exigen unos requisitos y obligaciones
comunes:

— Estar al corriente en el cumplimiento de las obligacio-
nes fiscales y con la Seguridad Social.

— No haber sido sancionado con la exclusión de acceso a
beneficios de los programas de empleo.

— Realizar la actividad que fundamente la concesión por
un plazo de al menos tres años, salvo fuerza mayor justificada
documentalmente.

— Justificar la realización del proyecto.
— Acreditar ante la Dirección General de Trabajo el cum-

plimiento de las condiciones de la concesión y comunicar la
concesión de cualquier tipo de ayuda para la misma finalidad
procedente de otros Departamentos, Administraciones o Entes
Públicos o Privados.

— Someterse a las actuaciones de comprobación y a facilitar
la información que le sea requerida por el Tribunal de Cuentas.

Las solicitudes se dirigirán al Director General de Trabajo.
La concesión corresponde al Director General de Trabajo

del Departamento de Sanidad, Bienestar Social y Trabajo.
Contra dicha resolución cabe interponerse recurso ordinario
ante el Consejero de Sanidad, Bienestar Social y Trabajo.

F. CENTROS ESPECIALES DE EMPLEO12

Los minusválidos que, por razón de la naturaleza o de las
consecuencias de sus minusvalías, no puedan, provisional o
definitivamente, ejercer una actividad laboral en condiciones
habituales, deberán ser empleados en Centros Especiales de
Empleo. La relación laboral que se establece entre estos Cen-
tros y los trabajadores minusválidos tiene carácter especial.

Los Centros especiales de Empleo son aquéllos cuyo obje-
tivo principal es la realización de un trabajo productivo, parti-
cipando regularmente en las operaciones del mercado. Tienen
como finalidad el asegurar un empleo remunerado o la presta-
ción de servicios de ajuste personal y social que requieran sus
trabajadores minusválidos.

A la vez, ha de ser un medio de integración del mayor nú-
mero posible de minusválidos al régimen normal de trabajo.

La totalidad de la plantilla de estos Centros ha de estar
constituida por minusválidos, sin perjuicio de las plazas de per-
sonal no minusválido imprescindible para el desarrollo de la
actividad.

En ningún caso tendrán la consideración de Centros Espe-
ciales de Empleo los Centros Ocupacionales para minusváli-
dos, ni los Centros reconocidos de Educación Especial que dis-
pongan de aulas o talleres para el aprendizaje profesional de
los minusválidos en ellos integrados.

Los Centros Especiales de Empleo pueden ser públicos o
privados y carecer o no de ánimo de lucro. Para su creación se
exige la calificación e inscripción en el Registro de Centros
siempre que cumplan los siguientes requisitos: 

1. Acreditación de la personalidad del titular.
2. Presentación del estudio económico que justifique la

viabilidad y subsistencia del Centro en orden al cumplimiento
de sus fines.

3. Estar constituida su plantilla con contrato laboral escrito
conforme a la normativa vigente.

4. Tener en la plantilla el personal técnico, con titulación
adecuada a las necesidades del Centro.

Se pueden incorporar a los Centros Especiales de Empleo
cualquier persona minusválida física, psíquica o sensoriales
previa resolución motivada de los equipos multiprofesionales
de valoración, en la que se determinen sus posibilidades de
integración real y capacidad de trabajo.

La financiación de estos Centros se puede cubrir con:
a) Las aportaciones de sus titulares.
b) Las aportaciones de terceros.
c) Los beneficios, o parte de ellos, que se puedan obtener

de la actividad de los Centros.
d) Las ayudas que establezcan los programas de fomento

de empleo.

1. Ayudas para los Centros Especiales de Empleo13

Se arbitran un conjunto de ayudas destinadas, por un lado,
a poner en marcha proyectos generadores de empleo o de ca-
rácter innovador y, por otro, acciones destinadas al manteni-
miento de puestos de trabajo en los Centros Especiales de Em-
pleo para trabajadores minusválidos.

Creación o Ampliación de Centros Especiales

La finalidad es financiar acciones que ayuden a poner en
marcha proyectos que generen empleos, preferentemente esta-
bles, para trabajadores minusválidos desempleados, mediante
creación o ampliación de Centros Especiales.

Las subvenciones establecidas al efecto, que no han de
superar en su conjunto la cuantía de 2.000.000 por puesto de
trabajo estable creado (salvo casos excepcionales) son:

a) Asistencia técnica. Puede presentarse para un centro o
para un grupo o sector de ellos. Consiste en: asesoramiento o
formación empresarial; realización de estudios de viabilidad y
organización; elaboración de proyectos, asesoramiento conta-
ble, económico-financiero, comercial o jurídico y estudios de
mercado.

b) Subvención parcial de intereses de los prestamos. Estos
han de ser obtenidos de entidades financieras, públicas o pri-
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vadas, con las que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social
tenga suscrito el oportuno convenio.

c) Subvención para financiar parcialmente la inversión fija,
siempre que el proyecto sea de reconocido interés social.

Pueden ser beneficiarios de las ayudas los Centros Espe-
ciales de Empleo o sus promotores, cualquiera que sea su for-
ma jurídica. 

Para poder optar a los beneficios mencionados, las inicia-
tivas o proyectos han de cumplir los siguientes requisitos:

— Tener viabilidad técnica, económica y financiera.
— Suponer la creación de empleo estable.
— Estar al corriente de pago en las obligaciones de Segu-

ridad Social, salvo que tengan concedido aplazamiento y las
tributarias.

— Figurar inscrito como Centro Especial de Empleo en el
registro correspondiente.

Mantenimiento de puestos de trabajo en Centros Especiales de
Empleo

Los Centros Especiales de Empleo, para el mantenimiento
de los puestos de trabajo pueden acceder a las siguientes ayudas:

a) Subvenciones del coste salarial correspondiente al puesto
de trabajo ocupado por un trabajador minusválido que realice
una jornada normal y en alta en la Seguridad Social por un im-
porte máximo del 50 % del Salario Mínimo Interprofesional.

b) Bonificación del 100 % de la cuota empresarial a la
Seguridad Social, incluidas las de accidentes de trabajo y
enfermedad profesional y las cuotas de recaudación conjunta.

c) Subvenciones para la adaptación de puestos de trabajo y
eliminación de barreras arquitectónicas. La cuantía máxima de
estas subvenciones es de 300.000 ptas. por puesto de trabajo, sin
que puedan exceder en ningún caso del 80 % del coste ocasiona-
do para la adaptación del puesto o la eliminación de la barrera.

d) Subvenciones destinadas a equilibrar y sanear financie-
ramente los Centros Especiales de Empleo, a fin de lograr una
reestructuración de los mismos que les permita alcanzar unos
niveles adecuados de productividad y rentabilidad y garantizar
su viabilidad y estabilidad. Estas ayudas no tienen establecida
cuantía máxima, pero se prevé en todo caso que se conceden
por una sola vez.

e) Subvenciones, mediante convenio con los centros o con
el sector, dirigidas a equilibrar el presupuesto de aquellos Cen-
tros Especiales de Empleo que carezcan de ánimo de lucro y
sean de utilidad social e imprescindibles.

f) Ayudas para la asistencia técnica destinada al manteni-
miento de los puestos de trabajo en alguna de las modalidades si-
guientes: contratación de directivos, estudios de viabilidad, audi-
torías, asesoramiento.

Las solicitudes serán dirigidas al Director Provincial del
Instituto Nacional de Empleo, el cual resolverá por delegación
del Director General del citado Instituto. Contra las resolucio-
nes podrá interponerse recurso ordinario ante el Ministerio de
Trabajo y Seguridad Social.

2. Relación Laboral de carácter especial14

Se considera relación laboral especial la existente entre los
Centros Especiales y sus trabajadores minusválidos.

Se excluye de dicha relación laboral la de estos Centros con
los trabajadores no minusválidos y la de los trabajadores mi-
nusválidos que presten sus servicios en otro tipo de Empresas.

Sujetos de la relación laboral:
Se consideran trabajadores de esta relación laboral las per-

sonas que, teniendo reconocida una minusvalía en grado igual
o superior al 33 % y, como consecuencia de ello, una disminu-
ción de su capacidad de trabajo al menos igual o superior a di-
cho porcentaje, presten sus servicios laborales en Centros Es-
peciales de Empleo.

Son empresarios las personas físicas, jurídicas o comuni-
dades de bienes que, como titulares de un Centro Especial de
Empleo, reciben prestación de servicios de los trabajadores de-
finidos en el párrafo anterior.

Acceso al empleo:
Los minusválidos que deseen acceder a estos Centros deben

inscribirse en las oficinas de empleo, según el grado de minus-
valía y capacidad de trabajo. Los titulares de los Centros deben
acudir a dichas oficinas describiendo claramente los puestos de
trabajo que desean cubrir, las características técnicas de los mis-
mos y las circunstancias personales y/o profesionales que deben
reunir los trabajadores.

Forma del contrato:
El contrato de trabajo debe formalizarse por escrito en mo-

delo oficial y en cuadruplicado. Se ha de presentar para su re-
gistro y visado en la oficina de empleo correspondiente, la cual,
una vez diligenciado, devuelve un ejemplar a cada una de las
partes y remite otro al equipo multiprofesional.

Objeto del contrato:
El trabajo realizado ha de ser productivo y remunerado, ade-

cuado a las características individuales del trabajador, en orden a
favorecer su adaptación personal y social, y facilitar, en su caso,
su integración posterior en el mercado ordinario de trabajo.

Los Equipos Multiprofesionales han de someter al trabaja-
dor minusválido a una revisión, con una periodicidad de al me-
nos dos años, para garantizar que el trabajo se adecue en cada
momento a sus características personales y profesionales. Si
como consecuencia de la revisión los Equipos Multiprofesiona-
les observaran que el trabajo que realiza el trabajador supone
un grave riesgo para su salud, se debe pasar al trabajador a ocu-
par otro puesto adecuado y de no ser posible cesará en el traba-
jo en las condiciones establecidas para la extinción por causas
objetivas.

Modalidades de contrato:
Los contratos pueden ajustarse a cualquiera de las modali-

dades previstas en la normativa vigente con excepción del con-
trato de trabajo a domicilio.

El contrato de aprendizaje concertado se ha de ajustar a lo
previsto en el Estatuto de los Trabajadores, con las peculiarida-
des siguientes:

— La duración máxima —establecida con carácter general
en 3 años— puede ampliarse cuando, previo informe del equi-
po multiprofesional, debido a sus circunstancias personales no
haya podido alcanzar el nivel mínimo de conocimientos reque-
rido, sin que, en ningún caso, pueda exceder de seis años

— El Plan de formación ha de ser informado, previamen-
te, en sentido favorable por el equipo citado.

— El tiempo global correspondiente a la enseñanza puede
alcanzar el límite máximo de dos tercios. No se requiere fija-
ción de tiempo dedicado a la enseñanza cuando se contrate a
un disminuido psíquico, cuando su grado de minusvalía no le
permita desarrollar aquella.

Duración del contrato:
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El contrato se presume concertado por tiempo indefinido.
Pueden concertarse contratos de duración determinada, de
acuerdo con la normativa común.

Con la finalidad de facilitar la adaptación profesional del
trabajador minusválido para el desempeño de las tareas que
constituyen el contenido de su puesto de trabajo, puede pactar-
se en los contratos un periodo de adaptación que tiene, a su
vez, el carácter de periodo de prueba. Se computa, por tanto, a
efectos de antigüedad, y su duración no puede exceder de 6
meses.

Salario y garantías salariales:
En materia del salario y sus garantías se aplica la legisla-

ción común con las siguiente peculiaridades:
— En caso de establecerse incentivos para estimular el ren-

dimiento en el trabajo, no pueden suponer, a juicio de los equi-
pos multiprofesionales, un riesgo para la salud o la integridad
física y moral del trabajador.

— El trabajador tiene derecho a dos gratificaciones extra-
ordinarias al año, cuya cuantía será como mínimo, para cada
una de ella de 30 días de salario base con el complemento per-
sonal de antigüedad.

— Por circunstancias personales del minusválido, consta-
tadas por el equipo multiprofesional, puede concertarse contra-
tos a bajo rendimiento con una disminución salarial, como má-
ximo, del 25 %.

Tiempo de trabajo:
En materia de jornada, descansos, fiestas, vacaciones y per-

misos se aplica igualmente la legislación común , con algunas
peculiaridades:

— En ningún caso puede realizarse más de 8 horas diarias
de trabajo efectivo.

— Está prohibida la realización de horas extraordinarias,
salvo las necesarias para prevenir o reparar siniestros y otros
daños extraordinarios.

— El trabajador puede ausentarse del trabajo —con derecho
a remuneración— un máximo de 10 días al semestre, para asis-
tir a tratamientos de rehabilitación médico-funcionales y para
participar en acciones de orientación, formación y readaptación
profesional.

Suspensión y extinción del contrato:
A la suspensión y extinción del contrato se aplican las nor-

mas comunes, salvo las referentes a la extinción del contrato
por causas objetivas que goza de algunas especialidades.

El contrato de trabajo puede extinguirse:
— Ineptitud del trabajador, conocida o sobrevenida con pos-

terioridad a su colocación efectiva, que debe ser constatada por
el equipo multiprofesional. La ineptitud existente con anteriori-
dad al cumplimiento del periodo de adaptación o de prueba no
podrá alegarse con posterioridad a dicho cumplimiento.

— Falta de adaptación del trabajador a las modificaciones
técnicas operadas en su puesto de trabajo, constatadas por el
equipo multiprofesional. Siempre que dichos cambios sean ra-
zonables y hayan transcurrido más de 3 meses desde que se in-
trodujeron.

— Faltas intermitentes de asistencia al trabajo, aunque
sean justificadas, cuando alcancen el 25 % de las jornadas há-
biles en 2 meses consecutivos o el 30 % en 4 meses disconti-
nuos, dentro de un periodo de 12 meses siempre que el índice
de absentismo del total de la plantilla supere el 5 %.

No se computan como faltas de asistencia las ausencias de-
bidas a huelga general, ejercicio de actividades de representa-
ción legal de los trabajadores, accidente de trabajo, materni-
dad, licencias y vacaciones. Tampoco la enfermedad o acci-

dente no laboral cuando la baja haya sido acordada por los ser-
vicios sanitarios oficiales y tenga una duración de más de vein-
te días consecutivos.

G. TRATAMIENTO FISCAL15

Entre las medidas protectoras en el ámbito fiscal cabe ci-
tarse las siguientes:

a) La consideración como gasto deducible del 15% de sus
ingresos por trabajo personal, hasta un máximo de 600.000
ptas. Para poderse acogerse a esta ampliación debe tratarse de
sujetos pasivos minusválidos, incluidos los que padezcan ce-
guera total, que acrediten su situación de minusvalía mediante
el correspondiente certificado. 

b) En materia de retenciones, tratándose de rendimientos
satisfechos a los sujetos pasivos citados en el apartado anterior,
el volumen de las retribuciones a tener en cuenta para la apli-
cación de la tabla de retenciones es el resultado de aplicar el
coeficiente 0.85 a dichas retribuciones.

c) Las personas afectadas de minusvalía dan derecho a la
deducción de 56.000 ptas. al sujeto pasivo del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas si son: el propio sujeto pasivo;
el cónyuge en tributación conjunta; los descendientes solteros,
ascendientes o vinculados por tutela o acogimiento no remu-
nerado, que dependan del sujeto pasivo y carezcan de rentas
superiores al Salario Mínimo Interprofesional, tampoco proce-
de esta deducción si el discapacitado percibe por ello algún ti-
po de prestación exenta del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas.

d) La deducción de la cuota íntegra del Impuesto de So-
ciedades de 800.000 ptas. por cada persona/año de incremento
del promedio de la plantilla de trabajadores minusválidos, con-
tratados por tiempo indefinido, experimentado durante el pri-
mer periodo impositivo iniciado en 1997, respecto a la planti-
lla media de trabajadores minusválidos del ejercicio inmedia-
tamente anterior con dicho tipo de contrato.

e) Las cooperativas de trabajo asociado en las que, al me-
nos, un 50 % de sus socios sean minusválidos y que se encuen-
tren desempleados en el momento de constituirse la cooperati-
va, disfrutan durante los cinco primeros años, de una bonifica-
ción del 90% de la cuota íntegra del Impuesto de Sociedades.

En Zaragoza, a veinticuatro de junio de mil novecientos
noventa y siete.

El Justicia de Aragón
JUAN BAUTISTA MONSERRAT MESANZA

Anexo legislativo

— Ley 13/1982, de 17 abril, Integración Social de Minus-
válidos (B.O.E. 30-04-82).

— Ley 22/1992, de 30 de julio, Medidas urgentes de fo-
mento de empleo y protección desempleo (B.O.E. 4-08-92).

— Ley 18/1991, de 6 de junio, Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas (B.O.E. 7-06-91).

— Ley 13/1996, de 30 de diciembre, Medidas fiscales, ad-
ministrativas y de orden social (B.O.E. 31-12-96).
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— Real Decreto 1723/1981, de 24 de julio, Reconoci-
miento de declaración y calificación de las condiciones de sub-
normal y minusválidos (B.O.E. 10-08-81).

— Real Decreto 1451/1983, de 11 de mayo, regula el em-
pleo selectivo y las medidas de fomento de empleo de trabaja-
dores minusválidos (B.O.E. 4-06-83).

— Real Decreto 383/1984, de 1 de febrero, sistemas espe-
ciales de prestaciones sociales y económicas de los minusváli-
dos (B.O.E. 27-02-84).

— Real Decreto 1368/1985, de 17 de julio, regula la rela-
ción laboral de carácter especial de los que trabajan en Centros
Especializados de Empleo (B.O.E. 8-08-85).

— Real Decreto 2273/1985, de 4 de diciembre, regula los
Centros Especiales de Empleo de minusválidos (B.O.E. 9-12-85).

— Real Decreto 1841/1991, de 30 de diciembre, Reglamen-
to del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (B.O.E.
31-12-91)

— Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, Plan Nacional de
Formación e Inserción Profesional (B.O.E. 4-05-93).

— Real Decreto 2317/1993, de 29 de diciembre, desarrolla los
contratos en prácticas, de aprendizaje y a tiempo parcial (B.O.E.
31-12-93).

— Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de
Los Trabajadores (B.O.E. 29-03-95).

— Real Decreto 97/1996, de 26 de enero, sobre traspaso de
funciones y servicios de la Seguridad Social a la Comunidad
Autónoma de Aragón en las materias encomendadas al Institu-
to Nacional de Servicios Sociales (B.O.A. 1-03-96).

— Decreto 58/1997, de 29 de abril, del Gobierno de Ara-
gón, sobre Fomento del Empleo (B.O.A. 12-05-97).

— Orden Ministerial de 24-11-71 Reconocimiento de la
condición de minusválido (B.O.E. 1-12-71).

— Orden Ministerial de 5-01-1982 Reconocimiento de de-
claración y calificación de las condiciones de subnormal y mi-
nusválidos (B.O.E. 11-03-82).

— Orden Ministerial de 21-02-1986 Programas de Apoyo
a la creación de Empleo (B.O.E. 27-02-86).

— Orden Ministerial de 22-03-1994 Ayudas y subvencio-
nes a Promoción del Empleo autónomo e integración laboral
de los minusválidos en centros especiales de empleo y trabajo
autónomo. (B.O.E. 12-04-94).

— Orden Ministerial de 13-04-1994 Concesión de ayudas
y subvenciones sobre fomento del empleo de los trabajadores
minusválidos (B.O.E. 5-05-94).
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